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Con escrito de fecha 23 de setiembre de 2009, la señora Sara Lupe Lainez Santa María, 
interpuso demanda de Interdicto de Retener por Obra Nueva contra la empresa Pez Import 
S.A. Mundo Submarino, ante el 18° Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, señalando 
el siguiente petitorio: a) se suspenda la colocación del letrero publicitario en la armazón 
metálica instalada sin autorización en el balcón de su propiedad, b) se ordene el retiro o la 
demolición de dicha armazón, y c) el pago de S/. 6 000 nuevos soles, por concepto de 
indemnización por daños y perjuicios. 
La empresa demandada en su escrito de contestación, planteó la Excepción de falta de 
legitimidad para obrar de la demandante, sustentado en el hecho de que la señora Sara 
Lupe Lainez solo es la propietaria del bien inmueble sub litis, pero no la poseedora 
inmediata del mismo, en la medida que dicho bien se encuentra arrendado a una persona 
jurídica, por lo que considera que la demandante no se encuentra en posesión directa del 
inmueble, que es el presupuesto para interponer la acción interdictal. 
Cabe señalar que, si bien en las dos (2) instancias procesales del presente caso, se 
desestima la excepción planteada por la demandada, sin embargo, se advierte la existencia 
de posiciones contradictorias en cuanto a la legitimidad para interponer la acción interdictal, 
puesto que, para el Juzgado Especializado en lo Civil, el legitimado es quien tiene la 
tenencia del bien, es decir, el poseedor inmediato y para la segunda instancia, el legitimado 
es tanto el poseedor mediato como inmediato, pues ambos tienen la calidad de 
poseedores. 
La primera instancia declaró infundada la demanda al no haberse acreditado que los actos 
realizados por la demandada perturben la posesión de la demandante, en tanto que la 
colocación del aviso publicitario se encuentra autorizado por la Municipalidad de San Isidro. 
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Por su parte, la segunda instancia revoca la sentencia de primera instancia y reformándola 
declara fundada en parte la demanda, al haberse acreditado los elementos para la 
procedencia de la acción interdictal, esto es, la calidad de poseedora de la demandante, 
los actos materiales que perturban su posesión y que no ha prescrito el plazo para 
interponer dicha acción. En ese sentido, se ordena el retiro del aviso y de la armazón en 
un plazo de cinco (5) días, así como el pago de una indemnización de S/ 2 000 nuevos 




Posesión, posesión mediata e inmediata, propiedad, arrendamiento, proceso 
sumarísimo, legitimidad para obrar, interdicto de retener, interdicto de recobrar, 
excepciones, indemnización 
a) Posesión: La posesión es el ejercicio de hecho de uno o más poderes inherentes 
a la propiedad1. 
Es aquel señorío o potestad que ejerce una persona, por su propio interés, sobre 
un bien para su aprovechamiento económico y la satisfacción de sus necesidades2. 
b) Posesión  inmediata:  Es  la  que  ostenta  o  tiene  a  través  de  otra  posesión 
 
correspondiente a persona distinta con la que el poseedor mediato mantiene una 
relación de donde surge la dualidad (o pluralidad posesoria)3. 
c) Posesión mediata: Es la que se ostenta, o tiene y no “ejerce”, porque en la 
 
posesión mediata predomina la nota de la atribución o el reconocimiento antes que 
la del ejercicio propiamente dicho4. 
d) Propiedad: Es el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar 
un bien5. 
e) Arrendamiento: Es un contrato por el cual el arrendador se obliga a ceder 
temporalmente al arrendatario el uso de un bien por cierta renta convenida6. 
f) Proceso sumarísimo: Es el proceso de cognición (conocimiento) reducido a su 
 
mínima expresión, tanto en lo que se refiere a actuaciones procesales como a 
plazos, de forma tal que, inmediatamente después de concluir la etapa postulatoria, 
el juez se encuentra habilitado a sanear el proceso, fijar puntos controvertidos, 
 
 
1 Artículo 896 del Código Civil Peruano 
2 TORRES CARRASCO, Manuel Alberto (2015). La Posesión Precaria en la Jurisprudencia Peruana. Primera Edición, 
Lima, Gaceta Jurídica. 
3 Citado por HERNÁNDEZ GIL en el fundamento 38 del Cuarto Pleno Casatorio Civil. 
4 Citado por HERNÁNDEZ GIL en el fundamento 38 del Cuarto Pleno Casatorio Civil. 
5 Artículo 923 del Código Civil Peruano. 
6 Artículo 1666 del Código Civil Peruano 
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admitir y actuar pruebas y emitir sentencia en un solo acto. Su existencia y 
regulación obedece a la necesidad de tutela urgente y a la poca complejidad de las 
materias sometidas a jurisdicción. Se tramitan en los siguientes casos: Alimentos, 
Separación Convencional y Divorcio Ulterior, Interdicción, Desalojo, Interdictos, 
aquellos asuntos contenciosos que no tengan una vía procedimental propia, los que 
sean inapreciables en dinero o haya duda sobre su monto, el juez considere 
necesario atendiendo a la urgencia de la tutela jurisdiccional7. 
g) Legitimidad para obrar: “o llamada también legitimatio ad causam, es definida 
 
como aquella adecuación de los sujetos que participan en la relación jurídico 
sustantiva a la relación jurídico procesal.”8 
h) Interdicto de retener: Procede cuando el poseedor es perturbado en su posesión9. 
 
i) Interdicto de recobrar: Procede cuando el poseedor es despojado en su posesión, 
 
siempre que no haya mediado proceso previo10. 
 
j) Excepción: Es un instituto procesal a través del cual el emplazado ejerce su 
 
derecho de defensa denunciando la existencia de una relación jurídica procesal 
inválida por omisión o defecto de algún presupuesto procesal o, el impedimento de 
pronunciarse sobre el fondo de la controversia por omisión o defecto de una 
condición de la acción11. 
k) Indemnización: Indemnizar quiere decir poner a una persona, en cuanto sea 
 
posible, en la misma situación en que se encontraría si no se hubiese producido el 





7 Cuarto Pleno Casatorio Civil. Expuesto en el Voto en minoría. 
8 RIOJA BERMUDEZ, Alexander. La Postulación del proceso. Pg.104 
9 Artículo 606 del Código Procesal Civil Peruano. 
10 Artículo 603 del Código Procesal Civil Peruano. 
11 Monroy Galvez, Juan (1197) Temas de Proceso Civil. Librería Studium. Lima pp.102-103. 
12 Osterling Parodi, Felipe. La Indemnización de Daños y perjuicios 
http://www.osterlingfirm.com/Documentos/articulos/La%20indemnizacion%20de%20da%C3%B1os.pdf 
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I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
 
 
Con escrito de fecha 23 de setiembre de 2009, la señora Sara Lupe Lainez Santa 
María interpone demanda de interdicto de retener por obra nueva contra la empresa 
Pez Import S.A. Mundo Submarino, con la finalidad que: 
a) Se suspenda la colocación de un letrero publicitario en el balcón de su 
propiedad ubicado en la Av. Conquistadores N° 785, San Isidro. 
b) Se ordene el retiro o la demolición de la armazón de metal que ha sido 
colgada ilegalmente con pernos y soldadura en el balcón de la galería 
comercial de su propiedad. 
c) Se otorgue una indemnización de S/ 6 000 nuevos soles por los daños y 
perjuicios ocasionados que ha causado en la estructura y en el piso del 
balcón. 
d) El pago de las costas y costos del proceso. 
 
La demandante considera que está siendo afectada su posesión ante estos actos 
perturbatorios señalados en su escrito de demanda. 
Fundamentos de hecho: 
 
1. El 04 de junio de 2009, el gerente de la empresa demandada al mando de un grupo 
de trabajadores sin la autorización de la actora, procedió a colgar una pesada y 
voluminosa armazón metálica en el balcón de su propiedad que sirve de acceso 
a su galería comercial, según consta en el acta de constatación policial de la 
Policía Nacional del Perú. 
2. La demandada amenazó con cortar los anclajes que soportan su balcón, lo que 
produciría el derrumbamiento del mismo, por lo que recurre a la tutela jurisdiccional 
para evitar que ocurran nuevos daños. 
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3. Respecto a la indemnización, ésta se sustenta en el daño económico ocasionado 
al colgar la armazón metálica que ha dañado su piso de madera de caoba, así como 
los travesaños que soportan el balcón. 
Ofrece como prueba: 
 
- Licencia de funcionamiento de la galería comercial ubicada en el distrito de San Isidro, 
otorgada por la Municipalidad de San Isidro, a favor de la demandante. 
- Copia certificada de la constatación policial del 04 de junio de 2009. 
 
- Fotos del inmueble y del balcón, a fin de demostrar los daños en su estructura. 
 
- Solicita inspección judicial. 
 
- La declaración de parte del gerente de la empresa demandada. 
No hubo ampliación ni modificación de la demanda. 
 
 




Con escrito de fecha 22 de marzo de 2010, la empresa Pez Import S. A. Mundo Submarino 
contesta la demanda interpuesta, planteando la Excepción de falta de legitimidad para 
obrar de la demandante, en cuanto considera que esta no es poseedora de ninguna de las 
tiendas de su galería comercial pues se encuentran alquiladas y ubicadas en el distrito de 
San Isidro, y que el domicilio de la actora se encuentra en el distrito de Magdalena. 
La demandada considera que la demandante no tiene legitimidad para interponer la acción 
interdictal porque no tiene la posesión de los 3 locales sub litis, pues lo tiene arrendado a 
terceras personas, lo cual pretende probar con las siguientes pruebas: 
- La demandante exhiba los contratos de arrendamiento del inmueble. 








1. El representante legal de la empresa demandada reconoce que el 04 de junio de 
2009, instaló la armazón metálica pero no colocó ningún letrero o aviso publicitario, 
pues para ello necesitaba autorización de la Municipalidad de San Isidro que lo 
obtuvo según la Resolución de autorización del 25 de agosto de 2009, y que se 
trataba de una renovación de autorización puesto que su letrero original había sido 
instalado hace 27 años, razón por la cual el letrero instalado no perturba ni impide 
el libre ejercicio del derecho de posesión de los inquilinos de los locales comerciales 
ubicados en el segundo piso de la Av. Los Conquistadores N° 785. 
 
 
2. Que la armazón colocada refuerza y hace más sólida la pared del primer piso del 
inmueble sub litis. 
 
 




4. La indemnización solicitada es improcedente porque la armazón metálica ha sido 
colocada al costado del balcón que se apoya en el primer y segundo piso, y solo 
sirve de base al letrero, por lo que no se han producido daños que resarcir. 
 
 
5. La demandante debe asumir las costas y costos del proceso. 
 
Con Resolución N° 12 del 11 de mayo de 2010, se dio por contestada la demanda y por 
deducida la Excepción por falta de legitimidad para obrar de la demandante; asimismo, se 
señaló la fecha de audiencia única para el día 09 de junio de 2010, notificándose a las 
partes. 
10  
III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS AFIRMADOS POR 
 








- Ambas partes procesales, en sus respectivos escritos de demanda y contestación, 
han manifestado, que el día 04 de junio de 2009, se instaló la armazón metálica 
para colocar posteriormente un aviso publicitario, en la Av. Los Conquistadores N° 
785, San Isidro. 
 
 
- Ambas partes, reconocen la calidad de propietaria del inmueble sub litis de la 
señora Sara Lupe Lainez Santa María (Galería Comercial) donde se encuentra el 
balcón que sirve de acceso a las tiendas de dicha galería. 
 
 
- Las partes, reconocen que el balcón sirve de acceso a las tiendas de la galería 







- La demandante alega que la instalación de la armazón metálica fue realizada sin 
autorización y de manera prepotente por la demandada. 
 
 
- La demandada señala que la colocación del armazón refuerza la estructura del 
balcón y que la demandante no es la única propietaria del mismo. 
 
 




- La demandada señala que la colocación del aviso sí se encuentra autorizada por la 
Municipalidad de San Isidro según Resolución de Autorización del 25 de agosto de 
2009 y, que se trata de la renovación del letrero original que fue colocado hace 27 
años en la fachada del local comercial de la empresa demandada. 
 
 
- En cuanto a la legitimidad para obrar planteada por la demandada, la demandante 
sostiene que es propietaria y poseedora del inmueble donde se ha colocado la 
armazón y el aviso publicitario, por lo que se ha perturbado su posesión. 
 
 
- La demandada afirma que la demandante carece de legitimidad para obrar por 
cuanto es propietaria y no poseedora del inmueble sub litis pues vive en Magdalena 
y no en San Isidro donde se encuentra ubicado el inmueble materia de controversia 
y que lo tiene alquilado a terceras personas. 
 
 
- En cuanto a los daños y perjuicios ocasionados al balcón propiedad de la 
demandante y la correspondiente indemnización de S/ 6 000 nuevos soles, la 
demandante señala que su balcón ha sido dañado severamente en su estructura, 
al igual que el piso de caoba de dicho balcón. 
 
 
- Por su parte, la empresa demandada afirma que es improcedente la indemnización 
solicitada porque la armazón metálica ha sido colocada al costado del balcón que 
se apoya en el primer y segundo piso y refuerza la pared del inmueble; además el 
aviso publicitario cuenta con autorización de la Municipalidad; en consecuencia, no 
existen daños que resarcir. 
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Con fecha 09 de junio de 2010, se llevó a cabo la Audiencia Única en la que se 
realizaron las siguientes actuaciones: 
Saneamiento del proceso 
 
Se expidieron las siguientes resoluciones: 
 
- Resolución N° 17, el Juzgado declaró infundada la oposición de la demandante 
respecto a la exhibición de los contratos y recibos de arrendamiento. 
 
 
La parte actora formuló recurso de apelación contra esta resolución. 
 
 
- Resolución N° 18, el Juzgado declaró infundada la Excepción de falta de 
legitimidad para obrar de la demandante, propuesta por la demandada, por 
cuanto a la fecha de interponer la demanda, ésta se encontraba en posesión 
 
del bien, por cuya razón se concluye que sí tenía legitimidad para obrar al tener 
 
la posesión inmediata del bien, lo cual se encuentra acreditado con la Licencia 
de Funcionamiento de la galería comercial otorgada a su nombre y porque el 
contrato de arrendamiento exhibido empezó a regir a partir del 12 de noviembre 
de 2009, fecha posterior a la interposición de la demanda. 
 
 
En consecuencia, se dio por saneado el proceso y por ende, la existencia de 
una relación jurídica procesal válida. 
 
 
La empresa demandada interpone recurso de apelación contra esta resolución. 
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Fijación de puntos controvertidos: 
 
- Establecer si procede ordenar la suspensión de la colocación del aviso 
publicitario en la armazón metálica instalada por la demandada. 
 
 
- Si procede ordenar el retiro o demolición de dicha armazón por perturbar la 
posesión de la actora. 
 
 
- Si procede ordenar el pago de S/6,000 nuevos soles por los daños y perjuicios 
ocasionados por la demandada. 
 
Se admitieron los medios probatorios de la demandante y de la demandada. 
 
Se suspendió la audiencia, para continuar con la diligencia de inspección judicial para 
el día 22 de julio de 2010, prueba solicitada por la actora, quedando notificadas las 
partes y los peritos. 
Continuación de la audiencia llevada a cabo el 22 de julio de 2010, para realizar la 
inspección judicial en el inmueble sub litis. 
Continuación de la audiencia única realizada el 13 de enero de 2011, con la 
presencia de las partes y los peritos designados en el proceso. En esta diligencia se 
muestra el informe pericial que es observado por la demandante, actuándose la 
exhibición de diversos documentos relacionados a los contratos de arrendamiento, en 
este acto la demandante no cumple con la exhibición de los contratos y los recibos de 
arrendamiento y se procedió a tomar la declaración de parte del representante de la 
demandada. 




V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES: 
 
 
5.1  Décimo Octavo Juzgado Especializado en lo Civil de Lima. 
 
Con Resolución N° 37 del 24 de enero de 2012, se declaró infundada la demanda de 
interdicto de retener por obra nueva interpuesta por la señora Sara Lupe Lainez Santa 
Maria contra la empresa Pez Import S.A. Mundo Submarino, bajo los criterios y 
fundamentos siguientes: 
 
- De acuerdo a la Resolución de autorización de publicidad exterior N° 0325-09- 
12.2.2.0-SAM-GACU/MSI del 25 de agosto de 2009, expedida por la Municipalidad 
de San Isidro, se autoriza a la empresa Pez Import S.A. Mundo Submarino la 
instalación de un elemento de publicidad exterior ubicado en la Av. Los 
Conquistadores N° 791, por lo que no es posible afirmar que la instalación de la 
armazón y posterior letrero de publicidad sea ilegal y prepotente. 
 
 
- Respecto a los daños del balcón de la galería de la demandante no se encuentra 
acreditado con ningún medio probatorio, más aún si en el informe pericial que obra 
a fojas 287 a 297 del expediente, los peritos han concluido que: “estructuralmente 
la colocación del aviso publicitario con el sistema drywall no reviste peligro en el 
balcón debido a que su peso es menor a la resistencia de cargas que contempla el 
Reglamento Nacional de Edificaciones”. 
 
- Por tanto, no habiéndose acreditado que los actos materiales efectuados por la 
demandada consistente en la instalación de una armazón metálica y la colocación 
de un letrero de publicidad sean actos que perturben la posesión de la demandante 
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sobre el balcón de su propiedad, no se cumple el supuesto de los actos 
perturbatorios, por lo que este argumento debe ser desestimado. 
 
- Asimismo, la indemnización solicitada debe ser desestimada pues no se encuentra 
acreditada la conducta antijurídica ni se ha probado el daño que dicha conducta 
haya producido a la demandante. No obstante, se advierte que la resolución que 
autoriza el letrero de publicidad exterior tiene unas dimensiones que no coinciden 
con el aviso colocado por lo que se deja a salvo el derecho de la demandante para 
que haga valer dicha discrepancia ante la entidad edil. 
 
- En autos, la demandante no ha probado que los actos materiales consistentes en 
la instalación de una armazón metálica y la colocación de un letrero de publicidad 
por parte de la demandada, estén perturbando la posesión que ejerce sobre el 
balcón de su propiedad por lo que de conformidad con el artículo 200 del CPC, 
ante la insuficiencia probatoria la demanda debe ser desestimada, sin embargo, 
como ha tenido motivos considerables para demandar se le exonera de los costos 
y costas del proceso. 
Criterios asumidos por el Juzgado: 
 
- El interdicto de retener procede cuando el poseedor que conserva la posesión ha 
sido perturbado en su ejercicio a fin que el juez lo mantenga en su posesión o 
suspenda la obra que la perturba. 
 
 
- La demandante Sara Lupe es una poseedora que tiene la posesión del bien, por 
lo tanto, es tenedora del bien. La posición del juzgado es que la demandante es 




- La demandante Sara Lupe no ha acreditado que la instalación de la armazón y la 
colocación del aviso sean actos que perturben su posesión, en la medida que el 
mencionado letrero se encuentra autorizado por resolución de la Municipalidad de 
San Isidro y porque no reviste ningún peligro. 
5.2 Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima 
 
La señora Sara Lupe Lainez interpuso recurso de apelación. Al respecto, la Sala 
superior mediante Resolución N° 03 de fecha 07 de noviembre 2012, resolvió lo 
siguiente: 
- Confirmar la Resolución N° 17, en el extremo que declara infundada la oposición 
respecto de la exhibición de los contratos de arrendamiento y fundada la oposición 
respecto a los recibos de arrendamiento. 
 
 
- Confirmar la Resolución N° 18, que declaró infundada la Excepción de Falta de 
Legitimidad para Obrar de la demandante. 
 
 
- Revocar la sentencia de primera instancia, que declara infundada la demanda 
de interdicto de retener por obra nueva interpuesta por la señora Sara Lupe Lainez 
Santa María contra la empresa Pez Import S.A. Mundo Submarino, reformándola 
se declaró fundada en parte la misma, ordenando que la demandada retire en el 
plazo de cinco (5) días la armazón metálica y/o letrero publicitario donde se lee 
MUNDO SUBMARINO del inmueble sub litis ubicado en la Av. Los Conquistadores 
785, San Isidro, caso contrario, se autoriza a la actora a demolerlo y/o destruirlo, 
debiendo pagar a la demandante por concepto de indemnización la suma de S/ 2 




Criterios asumidos por la Sala: 
 
La Sala Superior se basó en los siguientes fundamentos: 
 
- Respecto a la Excepción de falta de legitimidad para obrar de la demandante, el 
Colegiado se adhiere a la posición habilitante del profesor español Montero Aroca, 
en virtud del cual la sola afirmación de ser titular de un derecho habilita activamente 
a una persona a iniciar un proceso judicial. En el presente caso, la Corte considera 
que la demandante tiene legitimidad para obrar en tanto afirma que es la propietaria 
del balcón del inmueble afectado con la colocación del aviso, hecho que por sí solo 




- El interdicto de retener es un mecanismo de defensa de la posesión, que tiene lugar 
cuando el poseedor es perturbado en la posesión. 
 
 
- Para la procedencia de la acción interdictal se requiere: 
 
 
a) El que solicita el interdicto esté en posesión actual: Según la doctrina el poseedor 
mediato como inmediato son poseedores; por tanto, el arrendador puede 
defender el bien de las perturbaciones de terceros. 
 
 
En el presente caso, no obstante existir arrendatarios en la galería comercial, la 
arrendadora en calidad de propietaria (poseedora mediata) tiene legitimidad para 
interponer la demanda de interdicto de retener, por lo que cumple el primer 
requisito. 
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b) Existencia de actos materiales que perturben la posesión: Se ha probado la 
colocación del armazón donde se colocó un letrero, el cual ha sido admitido 
expresamente en el escrito de contestación de la demandada, por lo que dicho 
requisito se tiene acreditado vía declaración asimilada. 
 
 
En el presente caso, la Resolución de la Municipalidad de San Isidro autoriza la 
colocación de dicho letrero, pero no la construcción de una estructura metálica 
en el balcón del inmueble sub litis. Además, la citada autorización fue otorgada 
el 25 de agosto de 2009 y los actos perturbatorios se iniciaron con anterioridad y 
sin observar las dimensiones autorizadas del letrero. La colocación del aviso 
impide la pacífica posesión de la demandante toda vez que se ha colocado un 
armazón en el balcón del inmueble sub litis, sin la autorización de su propietaria 
(la demandante). 
 
c) Fecha en que se realizaron los actos perturbatorios: Estos se produjeron a partir 
del 04 de junio de 2009, conforme aparece en el acta de constatación policial, 
que no ha sido objeto de cuestionamiento alguno por parte de la demandada. La 
demanda se interpuso el día 23 de setiembre de 2009, por lo que se ha 
presentado dentro del plazo legal de un (1) año, según el artículo 601 del CPC. 
Respecto a la pretensión indemnizatoria esta también deberá estimarse 
parcialmente, pues la demandada al colgar una armazón metálica en el balcón sin 
autorización de su propietaria, para colocar un aviso publicitario, ha transgredido el 
deber genérico de no causar daño a otro, y por ello se le debe indemnizar a la actora 
con la suma de S/ 2 000, monto que se calcula con el criterio de equidad. 
Por tanto, se concluye que la demandada ha realizado actos materiales 
(construcción del armazón metálico en el balcón de propiedad de la demandante), 
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que configuran actos perturbatorios que han ocasionado daños en la propiedad de 




6.1) Problema Principal: 
 
➢ Determinar si la señora Sara Lainez, en su calidad de poseedora 
mediata(arrendadora) se encuentra legitimada para interponer la acción 
interdictal 
6.2) Problema Secundario: 
 
➢ ¿Analizar cuáles fueron los criterios asumidos por las instancias procesales en 
torno a la legitimidad para obrar de la demandante? 
6.3) Problema Colaterales: 
 
➢ ¿Cuál es la posición adoptada por el ordenamiento jurídico peruano respecto 
a la legitimidad para obrar del arrendador como poseedor legitimado para 
interponer los interdictos? 
➢ ¿Cuáles fueron los fundamentos asumidos por los órganos jurisdiccionales en 
relación a la existencia de los actos perturbatorios al ejercicio de la posesión? 
 
VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO: 
 
7.1 Normas legales 
 
- Decreto Legislativo N° 295, Código Civil. 
 
Artículos: 896, 905, 920, 921, 1332, 1969. 
 
- Decreto Legislativo N° 768, Código Procesal Civil, cuyo Texto Único 
Ordenado fue aprobado con Resolución Ministerial N° 010-93-JUS. 
 





7.2.1 La Defensa Posesoria Judicial. 
 
 
La acción posesoria es la acción tendiente a adquirir la posesión de alguna cosa antes 
no poseída; a conservar pacíficamente la posesión actual, y que otro intenta 
perturbarla. 
De igual manera, los interdictos son acciones extraordinarias, de que se conoce 
sumarísimamente para decidir acerca de la posesión actual o momentánea; o que uno 
tiene o debe tener en el acto o en el momento, o para evitar algún daño inminente. 
La acción posesoria ordinaria defiende el “derecho a la posesión” o el mejor derecho 
de poseer, mientras que los interdictos tutelan la posesión como hecho, sin entrar a 
considerar que si tiene derecho o no a la posesión. (Sanchez, 2010, págs. 130,131) 
Comentario: La cita doctrinaria precedente diferencia la naturaleza de las acciones 
posesorias y de los interdictos. En las primeras, se revisa el mejor derecho a poseer y 
en los segundos se tutela la posesión como hecho con consecuencias jurídicas. En 
esa línea, el interdicto de retener tiene como finalidad “conservar pacíficamente la 
posesión actual” mantener el estado anterior a los actos de perturbación, con lo cual 
se garantiza la “paz social”. 
No obstante que los interdictos son considerados acciones extraordinarias, por lo cual 
son tramitadas en un proceso sumarísimo, dicha regla no es cumplida en el presente 
proceso, en la medida que realmente desde el 23 de setiembre de 2009, fecha de 
interposición de la demanda hasta la fecha de la sentencia de segunda instancia 
transcurrió casi tres (3) años, lo cual es contrario a su carácter sumarísimo y urgente 
de la defensa de la posesión como un hecho visible. 
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7.2.2 Sobre el Interdicto de recobrar e interdicto de retener 
 
El Interdicto de recobrar, denominado también de despojo o de reintegración, se 
ostenta a recuperar la posesión de quien ha sido despojado, su propósito es recuperar 
la restitución o reposición de quien ha sido privado de la posesión que tenía. 
 
 
(…) El interdicto de retener, denominado también de manutención, de perturbación, 
pretensión por inquietación, está destinado a evitar que el poseedor sea perturbado 
en el ejercicio de su posesión, siendo la perturbación de orden material consistente 
en hechos y no solamente en amenazas o coacción moral. De igual forma el artículo 
606 del CPC señala que esta acción procede cuando el poseedor es perturbado en su 
posesión y de ser amparada por el juzgador, se dispondrá que cesen los actos 
perturbatorios. (Sanchez, 2010, pág. 132) 
 
Para Ledesma Nárvaez: 
 
Este interdicto es calificado de perturbación, de pretensión por inquietación o acción 
conservativa. Evita que el poseedor sea perturbado en el ejercicio de su posesión o la 
perturbación de orden material, hechos y no amenazas. Es la pretensión mediante el 
cual el poseedor o tenedor de un bien mueble o inmueble reclama el amparo judicial 
frente a la existencia de actos materiales o de otra naturaleza como la ejecución de 
obras o la existencia de construcciones en estado ruinoso. (Ledesma, 2010) 
 
Para Velásquez Alcalde: 
 
Entonces podemos decir que el derecho protege al poseedor porque la protección de 
este permite custodiar el bien, considerando al poseedor como un administrador del 
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bien. De esta manera también se cumple una función básica de protección de la paz 
social respecto del control de los bienes, ya que, acudiendo a los Tribunales, mediante 
los mecanismos que señala la ley, se evita de que cada uno tome justicia por su propia 
mano. (Velasquez, 2019) 
 
Comentario: Las citas doctrinarias precedentes nos ilustran más sobre el interdicto de 
retener, materia del proceso judicial en análisis, destacando que con dicho interdicto 
acorde con su finalidad (conservar la posesión pacífica) se busca la paz social. 
Asimismo, acorde con la naturaleza jurídica de la posesión que es el ejercicio de hecho 




Desde la posición de la Dra. Marianella Ledesma Narvaez, se destaca que el poseedor 
que estaría legitimado para interponer la acción interdictal es el poseedor o tenedor de 
la cosa, es decir, tanto el poseedor mediato como inmediato. 
7.2.3 Acerca de la legitimación activa en el interdicto de obra nueva 
 
Rotondi (como se citó en Hinostroza Mínguez, 2011) señala que: 
 
La denuncia o interdicto de obra nueva puede invocarse (…), no solo por el 
propietario u otro titular de un derecho real de goce, sino también por el poseedor 
cuando haya motivo para temer que de una obra nueva emprendida por otros sobre 
un fundo propio o ajeno se pueda derivar daño a la cosa que es objeto de su derecho 





13 ROTONDI, 1953: 356), citado por HINOSTROZA MÍNGUEZ, Alberto (2011). Procesos Civiles Relacionados con la 
Propiedad y Posesión, Segunda edición, Lima, Jurista Editores. 
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Para Gonzáles Barrón, señala que: 
 
El reconocimiento legal de una posesión mediata se basa en la espiritualización del 
concepto de poder de hecho; pues, aunque existe un fenómeno de mediación entre el 
poseedor mediato y el bien, esta relación aparece siempre como un poder de hecho 
actual y no como la expectativa de un poder futuro. (Gonzáles, 2010). 
(…) La legitimación, pues, no puede consistir en la existencia del derecho y de la 
obligación, que es el tema de fondo que se debatirá en el proceso y se resolverá en la 
sentencia; sino, simplemente, en las afirmaciones que realiza el actor. (Montero, 
2014) 
Comentario: Las citas doctrinarias destacan que los autores reconocen la legitimidad 
para interponer la acción interdictal no solo del propietario o titular de un derecho real, 
sino también del poseedor, e incluso de todo aquél que invoca la tutela jurídica para 
conservar la posesión. 




Para Ledesma Narvaéz, señala que: 
 
(…) la norma hace referencia a la legitimidad activa para promover el interdicto. Esa 
legitimidad recae no solo en el simple poseedor sino también en el tenedor del bien, 
siendo irrelevante conocer si se tiene título o no para poseer legítimamente el bien. 
Esto implica que está perfectamente legitimado para actuar el usurpador de un bien 
que ve turbado su posesión. 
Si asumimos que la posesión es el ejercicio de hecho de uno o más poderes de la 
propiedad; la defensa que se le permite a todo poseedor afectado, se orienta a 
recuperar la posesión fáctica que venía ejerciendo. No corresponde en este tipo de 
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acciones dilucidar su derecho a la posesión, sino restituir la posesión –que de hecho 
ejercía– antes del despojo o perturbación, sin considerar si tiene derecho o no a la 
posesión. Ello se explica porque el fundamento de este tipo de tutela es provisional 
y sumaria, a fin de prevenir la violencia, evitando así que quién tenga “derecho a la 
posesión” haga justicia por sí mismo, sin perjuicio que dicho derecho o el mejor 
derecho a la posesión que tuviere, sea dilucidado posteriormente a través de las 
acciones posesorias (...). (Ledesma, 2010) 
7.2.5 Sobre la Posesión: 
 
La posesión implica una situación fáctica de poder que se manifiesta sobre un objeto 
de la realidad externa. No es relevante la existencia de un título jurídico que la 
sustente. Por tanto, son tan poseedores el propietario, el arrendatario, el usurpador o 
el ladrón, siempre que compartan una sola característica: mantengan la cosa bajo su 
alcance y voluntad. (Gonzáles, La Posesión Precaria, 2011, pág. 44) 
7.2.6 La Posesión Mediata e Inmediata 
 
Fuenteseca (como se citó en Gonzáles, La Posesión Precaria, 2011) señala que: 
 
(…) En el derecho alemán se discute si los poseedores mediato e inmediato 
constituyen dos posesiones distintas, cada una con sus peculiaridades; o si se trata de 
una sola posesión cuyas funciones se dividen entre varios sujetos. En esta disputa, tal 
vez sea preferible la tesis contemporizadora de ERNST, quien niega la existencia de 
una posesión doble, pero admite que ambas partes son poseedores desde un punto de 
vista distinto. Aquí el problema se centra en determinar cual es el contenido de la 
posesión mediata. Probablemente el camino más simple para explicar este fenómeno 
se halla en el ejemplo del arrendador (poseedor mediato) y el arrendatario (poseedor 
inmediato). Aquí se aprecia claramente la división de la posesión en funciones, es 
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decir, el arrendador pese a no ostentar la tenencia material del bien, sigue 
desempeñando cierto papel posesorio en cuanto no se desvincula totalmente del bien; 
por tanto, el poseedor mediato es un auténtico poseedor, pero dentro de un concreto 
ámbito. Si recordamos a Martin WOLFF, el poseedor mediato no renuncia al poder 
o señorío, simplemente este se atenúa. (Fuenteseca, 2011, págs. 72-76) 
Comentario: 
 
La doctrina citada, se afilia al concepto de poseedor que asume el Código Civil 
Peruano, en virtud del cual tanto el poseedor mediato como inmediato son 
considerados “poseedores”. El poseedor mediato como es el caso de la demandante 
en su calidad de propietaria del inmueble sub litis no renuncia a su señorío sobre la 
cosa, solo la atenúa, por lo que la cosa sigue estando bajo su alcance y en tal calidad 




7.2.7 Sobre la Excepción procesal 
 
La Excepción es un instituto procesal a través del cual el emplazado ejerce su derecho 
de defensa denunciando la existencia de una relación jurídica procesal inválida, por 
omisión o defecto de algún presupuesto procesal o, el impedimento de pronunciarse 
sobre el fondo de la controversia por omisión o defecto de una condición de la acción. 
(Monroy, 1997) 
 
Comentario: La figura jurídica de la Excepción es invocada por la empresa 
demandada en el proceso para demostrar que la demandante no tiene legitimidad para 
obrar (interponer el interdicto) en la medida que únicamente es propietaria y no 







7.3.1 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DE LA SALA 
CIVIL TRANSITORIA 
 
Sentencia Casatoria N° 1255-2014-Ayacucho (11 de mayo de 2015) 
 
DEMANDANTE: Ediberta Sulca Huillcahuari 
 
DEMANDADO: Leonidas Quicaño Escalante 
 
 
Sumilla: “La resolución recurrida se encuentra incursa en causal de nulidad al 
confirmar la apelada sin tener en cuenta que la misma se ha emitido vulnerando 
los alcances que para dicho efecto establece el artículo 197 del Código 
Procesal Civil es decir que bajo una indebida apreciación de las pruebas 
aportadas al proceso concluye estableciendo que la pretensión demandada 
deviene en infundada toda vez que no se configura el supuesto que originó el 
interdicto es decir la posesión de la actora sobre el inmueble a la fecha de la 
perturbación sin efectuar un análisis exhaustivo de los medios probatorios 
existentes en autos.” 
 
Fundamento Sexto: “Que, constituyen presupuestos elementales para 
demandar el interdicto de retener los siguientes: 1) Que el que intente se halle 
en posesión del inmueble por lo que debe entenderse que no importa la calidad 
de poseedor; y, 2) Que se haya tratado de inquietarlo en ella por actos 





7.3.2 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DE LA SALA CIVIL 
TRANSITORIA 
 
Sentencia Casatoria N° 1511-2016-TACNA (21 de Noviembre de 2016). 
Demandante: Asociación de comerciantes del Mercado de Santa Susana. 
Demandada: Presidenta de la Asociación del Mercado de Santa Susana. 
 
En este proceso, la asociación de comerciantes del Mercado de Santa Susana 
interpone recurso de casación contra la sentencia de vista que confirmó la 
sentencia apelada, de primera instancia que declaró fundado la demanda sobre 
interdicto de retener y en consecuencia dispone el cese de los actos perturba 
torios por parte de la asociación, respecto de la posesión que mantienen en el 
 
interior del Mercado de Santa Susana, así como la apertura de las puertas 
cerradas, las que deben permanecer abiertas durante el horario de atención del 
mercado. 
Los pretensores, expusieron los hechos considerados como actos de 
perturbatorios de la posesión que vienen ejerciendo respecto de los puestos de 
ventas, consistente en los cierres de puertas de acceso del mercado, lo cual 
según ha sido constatado por el Juez de Paz Letrado según Acta levantada el 
4 de julio de 2011, mediante actos que se afirman eran reiterativos. Parte de 
sus argumentos se dirigieron también a afirmar que vienen siendo amenazados 
por la presidenta de la asociación del mercado con desalojarlos, el juez de 
primera instancia como el de la Corte Superior se han ocupado de desarrollar 
las condiciones que deben cumplirse para la procedencia del interdicto. 
Este interdicto es calificado de perturbación, de pretensión por inquietación. 
Evita que el poseedor sea perturbado en el ejercicio de su posesión o la 
perturbación de orden material: hechos y no amenazas como la ejecución de 
obras o la existencia de construcciones en estado ruinoso. 
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La pretensión consistirá en el cese de estos actos. 
 
La Sala Superior argumenta que solo habrá turbación en la posesión cuando 
contra la voluntad del poseedor del inmueble, alguien ejerciere con intención 
de poseer, actos de posesión de los que resultare una exclusión absoluta del 
poseedor. 
El interdicto de retener procede cuando el poseedor es perturbado con actos 
que le inquieten, y que, de algún modo, expresen la intención de despojarlo o 
limitarlo en la posesión; lo que a su vez permite afirmar que por lo general para 
que haya perturbación se debe probar que los actos materiales tienen esa doble 
característica, adicionalmente, es posible que se presenten amenazas de 
palabra sobre la posesión o disposiciones administrativos en esa misma 
dirección. (SPIJ, 2020) 
Comentario: En el caso concreto, los órganos de instancia han dejado 
establecido que el interdicto de retener supone la presencia de actos materiales 
concretos de turbación en la posesión y no de amenazas u otros actos 
semejantes. 
 




EXPEDIENTE : 00006-2011 
 
RESOLUCIÓN N° 18, (Tumbes, 9 de marzo de 2011) 
DEMANDANTE : MORAN DIOSES LIDIA 
DEMANDADO: CÓRDOVA QUEVEDO ENZO JIMY 
 
 
Considerando Tercero: “DEL INTERDICTO COMO DEFENSA 
 
POSESORIA.- “El Derecho protege la simple posesión, tanto la legítima 
29  
como la ilegítima, sea ésta de buena o mala fé . La defensa judicial de la 
posesión de muebles inscritos y de inmuebles, estén o no inscritos, está 
confiada a las acciones posesorias y a los interdictos. Así se desprende de 
lo dispuesto por el Artículo 921 del Código Civil. En doctrina se distingue 
entre acciones posesorias e interdictos, aun cuando cierta parte de ella 
considera que no hay más acciones posesorias que los interdictos; sin 
embargo, diremos que las acciones posesorias las ejercen quienes tienen 
derecho a la posesión, en tanto que las interdictales defienden al poseedor 
actual sin tener en consideración si tiene o no derecho a poseer. En las 
acciones posesorias propiamente dichas se debate el derecho a poseer en 
los interdictos tan solo el hecho de la posesión. Así concordamos con la 
sentencia de primera instancia en que para hacer lugar a una demanda de 
interdicto de retener se debe acreditar: (i) La posesión del accionante, sobre 
el bien cuya defensa posesoria pretende, con anterioridad a los hechos que 
constituyen actos perturbatorios, (ii) Que se hayan producido los actos 
perturbatorios al ejercicio de la posesión del bien; y (iii) Que quien ha 
producido tales actos perturbatorios sea el demandado. Además de la 
exigencia temporal que surge del mismo artículo 921 del CC en cuanto que 
el interdicto debe ser promovido dentro del año de producidos los actos 




La sala civil de la Corte Superior de Justicia de Tumbes, confirmó la 
sentencia apelada que declaró fundada la demanda de interdicto de retener 
por obra nueva al haberse acreditado la posesión de hecho de la 
demandante en el momento de interponer la demanda y la existencia de 
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Sentencia Nº 220-2012-SEC. 
 
RESOLUCIÓN N° 29 (Cajamarca, 27 de diciembre de 2012) 
DEMANDANTE : OLGA MURRUGARRA MUÑOZ 
DEMANDADOS: LUCIO GONZALO QUIROZ CABALLERO Y 
GLADIS DEL PILAR GROZO DE QUIROZ 
Considerando Cuarto (…) “Tratándose de interdictos de retener, la 
legitimidad activa de la parte demandante esta sustentada en el solo hecho 
de considerarse perturbado en su posesión. La relación jurídica sustantiva 
se da entre el poseedor y el agente perturbador, independientemente de no 
existir entre ambos relación contractual alguna. Son el poseedor y el 
perturbador los conformantes de la relación jurídica procesal”, lo que 
conlleva a concluir que puede ser cualquier tipo de poseedor – mediato o 
inmediato – el que intente una pretensión interdictal ya que no existe norma 
expresa alguna que prescriba necesariamente que sea el poseedor 
inmediato quien tenga única y exclusivamente legitimidad para obrar activa 
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en una pretensión de esta naturaleza” (…) (SPIJ, SENTENCIA N° 220-2012- 
SEC, 2020). 




Sentencia Casatoria Nº 1859-2011. Lima, 03 de mayo de 2012. 
INTERDICTO DE RETENER 
 
“Estableciendo como afectación al principio de congruencia que como se 
aprecia de la Sala en su sétimo considerando, en cuanto a la naturaleza 
jurídica del interdicto de retener “tiene por finalidad recuperar la posesión a 
favor del poseedor material y por lo tanto la actuación probatoria debe estar 
encaminada a establecer si el demandante antes de la perturbación 
ostentaba la posesión del bien y si los demandados son los causantes del 
accionar ilícito. “ 
En este proceso “no se discute la titularidad o derecho de la posesión, sino 
solamente la posesión de hecho y la existencia de la perturbación”. No 
obstante, a ello se califica la posesión de la demandante como indebida 
determinándole ausencia de posesión y por lo tanto improcedencia de la 
demanda. En cuanto a la afectación del principio de congruencia, en autos 
se ha demandado interdicto de retener y por tanto se restringe a la 
evaluación de los elementos constitutivos de esta figura de defensa de la 
posesión: posesión fáctica (pura y simple) y perturbación. Por lo que la 
sentencia involucra elementos distintos a esta figura, como son el de la 
propiedad y la titularidad, dejando de lado la posesión que es naturaleza de 
la pretensión de la Litis. Finalmente existe afectación al principio de 
congruencia por cuanto la decisión en segunda instancia declara 
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improcedente la demanda incoada, sin fundamentar los motivos de su 




7.3.6 SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE 
LA REPÚBLICA 
 
Sentencia Casatoria N° 4516-2016-LAMBAYEQUE (13 de Junio de 2017) 
 
Demandante: Estación de Servicios Saldaña E.I.R.L 
Demandado: Municipalidad Provincial de Jaén 
Título: 
“En la sentencia sobre interdicto de retener, se probaron la existencia de los 
daños, pero no la cuantía de la indemnización de forma precisa, será el juez 
el llamado a fijar el monto indemnizatorio de forma equitativa; teniendo en 
cuenta que todo daño es resarcible, aún el no patrimonial, en la medida en 
que se afecte un interés jurídicamente protegido de conformidad con lo 





En efecto, según la norma citada si se prueba la existencia de los daños, pero 
no la cuantía de forma precisa, serán los órganos jurisdiccionales los llamados 
a fijar el monto indemnizatorio de forma equitativa. Esta potestad del Juez, 
debe ser entendida como una construcción estimativa que tiene lugar en la 
conciencia del juzgador, quien, a través de su propia deliberación, forja una 
idea acerca de lo justo en relación al caso concreto; por tanto, es el Juez la 
fuente de la decisión equitativa. Para dar la correspondiente solución de 
equidad, el juzgador cuenta, aunque no únicamente, con dos elementos: por 
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una parte, su propia conciencia valorativa que le permite considerar, 
sopesándolas en su mayor o menor corrección, las alternativas de decisión 
que el caso permita; y, por otra parte, el propio caso o asunto que el juzgador 
deba resolver, cuyos hechos y circunstancias constitutivas delimitan un marco 
objetivo al que se circunscribe la atención y actividad de dicha conciencia 
valorativa. Lo anterior no significa que la solución de equidad se construya 
arbitrariamente por el juzgador; por el contrario, dicha solución vendrá 
determinada, en mayor o menor medida según los casos, por los distintos 
antecedentes, elementos o factores, que combinados entre sí y debidamente 
ponderados por la percepción valorativa del juzgador, coadyuvan a formar el 








Al desarrollar la discusión en el presente proceso, resulta pertinente indicar que de 
acuerdo a la norma y conforme lo reconoce la doctrina, los interdictos son 
mecanismos de defensa posesoria judicial, al hacer efectivo el derecho a la tutela 
jurisdiccional, en el momento de plantear una demanda de interdicto de retener, 
consiste en que la parte demandante como poseedora sea perturbada en el ejercicio 
de la posesión actual y pacífica de su posesión del bien por lo que solicita al órgano 
jurisdiccional el cese o suspensión de los actos perturbatorios, para que la 
contraparte (el perturbador) se abstenga de realizar tales actos. 
El artículo 606 del TUO del Código Procesal Civil regula el interdicto de retener como 
la pretensión que se interpone cuando el "poseedor es perturbado en su posesión.” 
En esa línea, como primera condición se requiere la existencia de un poseedor que 
tenga la posesión actual del bien, como presupuesto de la acción interdictal. 
A su vez, el artículo 896 del Código Civil define a la “posesión” como el ejercicio de 
hecho de uno o más poderes inherentes a la propiedad, tales poderes son 3: i) el uso, 
ii) el disfrute y iii) la disposición del bien. 
La posesión resulta indispensable para el ejercicio de los derechos reales, entre ellos 
los derechos sobre cosa ajena (iura in re aliena), y cuyo objeto son los derechos 
reales pertenecientes a personas distintas del propietario del bien. 
La discusión en el caso materia se genera con la evaluación que realizan los órganos 
jurisdiccionales que resuelven la pretensión de la actora, asumen criterios opuestos 
en cuanto a la persona legitimada para interponer la acción interdictal, referida a la 
calidad de “poseedora” de la demandante. Este examen se realiza a través de la 
evaluación de la Excepción de falta de legitimidad para obrar de la actora planteada 
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por la empresa demandada, lo cual tiene incidencia con el examen del primer 
requisito para la procedencia del interdicto. 
En esa línea, como ha sido expuesto anteriormente, se infiere que el 18° juzgado 
especializado en lo civil de Lima, reconoce la calidad de poseedor únicamente a aquel 
que ejerce de hecho la posesión, equivalente al tenedor del bien. En efecto, en el caso 
de autos, el Aquo consideró que la demandante, la señora Sara Lupe Lainez Santa 
María tenía la posesión directa del bien, por lo tanto, es tenedora del mismo, y tiene 
la calidad de poseedora inmediata, no reconociendo la existencia de inquilinos en el 
bien inmueble sub litis, en tanto al valorar los medios probatorios constituidos por los 
contratos de arrendamiento exhibidos por la actora, advierte que el mencionado 
contrato tiene vigencia a partir de noviembre de 2009, esto es, con posterioridad a la 
interposición de la demanda, y a la licencia de funcionamiento de la galería comercial 
otorgada a nombre de la demandante, los cuales confirman que la señora Sara Lupe 
Lainez Santa María tenía la posesión directa del bien. 
Contrariamente, la Segunda Sala Civil Superior, considera que la demandante tiene 
la legitimidad para obrar no solo por el simple hecho de invocar la tutela jurisdiccional 
en su concepto amplio de legitimidad para obrar, sino por su calidad de propietaria 
titular del derecho real más pleno, y que, siendo una poseedora mediata pese a tener 
inquilinos, se encuentra legitimada para interponer la defensa posesoria a través de 
la acción interdictal. 
En efecto, la Corte Superior, se adhiere a la posición habilitante del profesor español 
Juan Montero Aroca, en virtud del cual la sola afirmación de ser titular de un derecho 
habilita activamente a una persona a iniciar un proceso judicial e invocar la tutela 
jurisdiccional. 
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En el presente caso, la demandante tiene legitimidad para obrar en tanto afirma que 
es la propietaria del bien sub litis. Este hecho por sí solo la habilita para interponer la 
acción interdictal. 
Asimismo, se entiende que la denuncia o interdicto de obra nueva puede invocarse 
(…), no solo por el propietario u otro titular de un derecho real de goce, sino también 
por el poseedor cuando haya motivo para temer que de una obra nueva emprendida 
por otros sobre un fundo propio ajeno se pueda derivar daño a la cosa que es objeto 
de su derecho o de su posesión, siendo la legitimación para interponerla muy amplia, 
y que no puede consistir en la existencia del derecho y de la obligación, que es el 
tema de fondo que se debatirá en el proceso. 
En atención a las consideraciones precedentes que se encuentran sustentadas en el 
artículo 606 del Código Procesal Civil, el que solicita el interdicto debe estar en 
posesión actual y al definirse al poseedor, tanto la doctrina como lo señalado en el 
artículo 905 del Código Civil, establece que el poseedor mediato como inmediato son 
poseedores; por tanto, el arrendador puede defender el bien de las perturbaciones 
de terceros. 
En este punto es importante destacar la doctrina alemana, que considera que el 
arrendador (poseedor mediato) pese a no ostentar la tenencia material del bien, sigue 
desempeñando cierto papel posesorio en cuanto no se desvincula totalmente del 
bien; por tanto, el poseedor mediato es un auténtico poseedor, pero dentro de un 
concreto ámbito. Como dice Martin WOLFF, el poseedor mediato no renuncia al 
poder o señorío, simplemente este se atenúa. 
Ahora bien, otro punto discutible es respecto a la acreditación de actos materiales 
que perturben la posesión de la demandante, en el presente caso se ha señalado 
que los órganos jurisdiccionales determinaron en sus respectivas sentencias un 
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tratamiento opuesto respecto a la valoración de los medios probatorios aportados por 
las partes para acreditar la existencia de los actos perturbatorios. 
Que, de acuerdo a lo resuelto por el 18° Juzgado Especializado en lo civil de Lima, 
la señora Sara Lupe Lainez Santa María no ha acreditado que la construcción de la 
armazón y la colocación del letrero sean actos que perturben la posesión, en la 
medida que a criterio del Juzgado, el referido letrero no es un acto ilegal, por lo que 
dicha colocación se encuentra autorizada con resolución de la Municipalidad de San 
Isidro (Resolución N° 325-09-12-2.0-SAM-GACU/MSI de fecha 25 de agosto de 
2009), asimismo en la inspección judicial se emitió el informe pericial que concluye 
“que la colocación del aviso publicitario no reviste mayor peligro al inmueble debido 
a que su peso es menor a la resistencia de cargas que contempla el Reglamento 
Nacional de Edificaciones”; sin embargo se advierte que no se considera como acto 
perturbatorio la situación de hecho referida a la instalación de la armazón metálica 
para posteriormente colocar el aviso publicitario. 
En esa medida, resuelve que al no haberse acreditado la existencia de los actos 
perturbatorios no se ha producido daños que se deban indemnizar, puesto que no se 
encuentra acreditada la conducta antijurídica ni se ha probado el daño que dicha 
conducta haya producido a la demandante, declarándose infundada la demanda 
interpuesta. 
En la parte considerativa de la sentencia, el Juzgado Especializado no valoró 
eficientemente las pruebas aportadas por las partes para acreditar la existencia de 
los actos materiales, en la medida que la construcción de la armazón metálica en el 
balcón, pese a que es un acto reconocido por la propia demandada no ha sido 
valorado adecuadamente y que la resolución expedida por la Municipalidad de San 
Isidro autoriza a la demandada la colocación de dicho letrero en el inmueble ubicado 
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en la av. Los Conquistadores N° 791, dirección distinta al inmueble sub litis, pero no 
autoriza la construcción de una estructura metálica en el inmueble. 
De manera contraria, la Segunda Sala Superior Civil resuelve en la sentencia y 
analiza que la demandante ha cumplido con los tres (3) elementos para que proceda 
la acción interdictal: i) La posesión actual del bien, ii) la existencia de actos materiales 
que perturben la posesión y iii) la fecha en que se produjeron los actos perturbatorios. 
En ese sentido, el Adquem considera que la demandante tiene la calidad de 
poseedora mediata en su calidad de propietaria y arrendadora del inmueble sub litis. 
Asimismo, determinó que la construcción de la armazón metálica y la colocación del 
letrero sin autorización de la propietaria, constituyen actos materiales que impiden su 
posesión pacífica, lo cual ha sido admitido en el escrito de contestación de la 
demandada por lo cual debe tenerse acreditado dicho requisito vía declaración 
asimilada, y respecto al tercer requisito referido a la fecha en que se realizaron los 
actos perturbatorios, se ha verificado que el día 4 de junio de 2009 empezaron los 
referidos actos perturbatorios, fecha que aparece en el acta de constatación policial, 
encontrándose dentro del plazo legal de un año que establece el artículo 601° del 
Código Procesal Civil, al haberse configurarse los actos perturbatorios y que al 
haberse vulnerado el deber genérico de no causar daño a otro, corresponde la 
indemnización con la suma de S/2 000 nuevos soles, monto que la Sala Superior 
calcula con el criterio de equidad, previsto en el artículo 1332° del Código Civil. 
Por lo expuesto anteriormente, considero que la sentencia emitida por la Sala 
Superior, ha sido dictada en observancia a la normativa legal y a la doctrina respecto 
a los requisitos para la procedencia de la acción interdictal. 
Finalmente, de manera comparativa preciso que los interdictos y el desalojo son 
mecanismos judiciales de protección de la posesión y que ambos procesos se 
39  
tramitan en la vía sumarísima, en el cual el proceso de desalojo procede contra los 
poseedores precarios. 
De acuerdo a la doctrina y a la jurisprudencia queda claro que los interdictos protegen 
el hecho a la posesión fáctica sobre un bien o cosa que viene ejerciendo, en el caso 
del interdicto de retener, a mantenerse en posesión, sin discutir si tiene el derecho a 
poseer, lo cual si corresponde en un proceso de desalojo. En el cuarto pleno casatorio 
civil se establece que en el proceso de desalojo lo que se discute es el derecho de 
posesión y no el derecho de propiedad, es decir, lo que busca dicho proceso es quien 







9.1 El poseedor mediato como inmediato son poseedores, por tanto, son actores 
legitimados para interponer la acción interdictal, de acuerdo al Código Civil Peruano 
y a la doctrina, en cuanto a que el poseedor mediato no renuncia al poder o señorío 
sobre el bien o la cosa, y no se desvincula totalmente de ella. 
 
 
9.2 El pronunciamiento de la Segunda Sala Civil Superior en su parte considerativa toma 
el criterio señalado en el párrafo precedente, señalando que la señora Sara Lupe 
Lainez Santa María se encuentra legitimada en el proceso interdictal (arrendadora) 
por ser propietaria del inmueble sublitis. 
 
9.3 En ese sentido, el arrendador en calidad de poseedor mediato puede defender el bien 
de las perturbaciones de terceros. 
 
 
9.4 El interdicto de retener, denominado también de manutención, de perturbación, 
pretensión por inquietación, está destinado a evitar que el poseedor sea perturbado 
en el ejercicio de su posesión, siendo la perturbación de orden material consistente 




• En relación al sujeto legitimado para interponer la acción interdictal, en el 
presente proceso judicial se advierte una discordancia en los pronunciamientos 
emitidos por las dos (2) instancias judiciales, situación que debe ser revisada por 
los órganos jurisdiccionales para efectos de uniformizar los criterios respecto a 
la calidad de poseedor mediato como inmediato, por tal razón buscamos 
especificar el artículo 606 del CPC, que regula la legitimidad para obrar del 
interdicto de retener y que sea interpretado a la luz de todo el sistema normativo 
y que si bien se tiene que el interdicto solo puede ser planteado por el poseedor 
perturbado en su posesión se entiende que también un poseedor mediato puede 
plantearlo y que esto sea acuñado en un supuesto de precedente (pleno 
casatorio), para evitar que de esta manera se desgaste un proceso, lo cual 
permitirá salvaguardar la eficacia de este tipo de procesos, cuya finalidad es 
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Escrito n° 1 de demanda del 23 de setiembre de 2009. 
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- Auto de inadmisibilidad del 02 de octubre de 2009. 
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Los servicios de radiodifusión en sus modalidades sonora y por televisión tienen por 
finalidad satisfacer las necesidades de las personas en el campo de la información, el 
conocimiento, la cultura, la educación y el entretenimiento. Estos servicios se encuentran 
regulados por la Ley N° 28278, Ley de Radio y Televisión y su Reglamento, aprobado por 
el Decreto Supremo N° 005-2005-MTC. 
La citada Ley los regula como servicios privados de interés público en tanto pueden ser 
prestados por cualquier persona natural o jurídica, cuyas emisiones (señal) pueden ser 
recibidas en forma libre y gratuita por el público oyente o televidente y en su calidad de 
medio de comunicación masivo tienen el deber de colaborar con el Estado en la educación 
y en la formación moral y cultural del país.1 
Compete al Ministerio de Transportes y Comunicaciones (MTC) otorgar la autorización para 
prestar el servicio de radiodifusión y asignar una frecuencia del espectro radioeléctrico, que 
es un recurso natural escaso. 
La habilitación que concede el MTC se plasma en una autorización otorgada por el 
Viceministerio de Comunicaciones (VMC), por un plazo de diez (10) años el cual puede ser 
renovado por un plazo igual. 
La renovación del plazo de vigencia de una autorización se sujeta al cumplimiento de 
requisitos y condiciones y es un procedimiento de evaluación previa que tiene un plazo de 
110 días actualmente, y se encuentra sujeto a silencio administrativo positivo, conforme al 
Texto Único de Procedimientos Administrativos del Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones.  
 
                                               
 







- Con fecha 23.02.2016, el señor Carlos Castañeda López inició un procedimiento de 
renovación de autorización para seguir prestando el servicio de radiodifusión sonora 
que tenía autorizado, en la localidad de Chachapoyas (Amazonas), por el plazo de 10 
años más. Dicho procedimiento concluyó de manera desfavorable al administrado, 
pues se denegó su solicitud de renovación, al verificarse que operaba la estación con 
un equipo transmisor no homologado al momento de la inspección técnica 2 , 
incumpliendo con una condición técnica para que opere la renovación, posteriormente 
el administrado en sus recursos de reconsideración y apelación cuestiona la 
denegatoria de la renovación invocando el caso fortuito o fuerza mayor como la causa 
eximente del incumplimiento detectado en la inspección técnica, en la que se constató 
que operaba su estación de radiodifusión con un transmisor no homologado. El objetivo 
del procedimiento de contradicción (recursal) iniciado por el administrado es acreditar 
la existencia del caso fortuito o fuerza mayor. Las diferentes instancias del Ministerio 
(Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones y el Viceministerio de 
Comunicaciones) tuvieron opiniones contradictorias en cuanto a la acreditación del 
caso fortuito o fuerza mayor invocado por el administrado. 
La relevancia jurídica del tema se encuentra en los diferentes criterios interpretativos 
adoptados por las diferentes instancias del procedimiento, respecto de los principios 
que rigen el procedimiento administrativo y la supletoriedad del Código Civil3, así como 
la aplicación de la institución del caso fortuito o fuerza mayor al procedimiento 
 
2 La inspección técnica se realizó en la estación del administrado el 25 de junio de 2016. 
3 Articulo IX del Título Preliminar del Código Civil: “Las disposiciones del Código Civil se aplican supletoriamente a las 




administrativo de renovación de una autorización de radiodifusión, como causa 
eximente de responsabilidad. 
 
- El resultado más interesante en el presente procedimiento es la aplicación de la 
institución del caso fortuito o fuerza mayor como la causa no imputable al administrado 
que le impidió operar con su equipo transmisor original homologado el día de la 
inspección técnica, lo cual le permitió finalmente obtener la renovación de su 
























ABREVIATURAS Y PALABRAS CLAVES: 
 
Abreviaturas: 
MTC: Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 
DGAT: Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones. 
VMC: Viceministerio de Comunicaciones. 
LPAG: Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
LRTV: Ley N° 28278, Ley de Radio y Televisión. 




a) Servicio de radiodifusión: Son servicios privados de interés público, 
prestados por una persona natural o jurídica, privada o pública, cuyas 
emisiones se destinan a ser recibidas directamente por el público en general4. 
 
b) Autorización: Es el título habilitante concedido por resolución del 
Viceministro de Comunicaciones del Ministerio de Transportes y  a una 
persona natural o jurídica para prestar el servicio de radiodifusión5. 
 
 
c) Espectro radioeléctrico: Es un recurso natural de dimensiones limitadas que 
forma parte del patrimonio de la Nación. Su utilización y otorgamiento para la 
 
4 Artículo 3 de la LRTV. 
5 Artículo 14 de la LRTV. 
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prestación del servicio de radiodifusión, se efectúa en las condiciones 
señaladas en la Ley y las normas internacionales de la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones6. 
 
d) Estación de radiodifusión: Comprende la planta transmisora (transmisor y/o 
transmisor de respaldo), sistema irradiante, y estudio(s), destinados a prestar 
el servicio de radiodifusión; así como enlaces físicos y/o radioeléctricos7. 
 
e) Inspección técnica: Es la comprobación in situ de los parámetros y 
condiciones de operación e instalación, así como la verificación del 
cumplimiento de las obligaciones legales contempladas en la Ley y su 
Reglamento8. 
 
f) Homologación: Es un procedimiento mediante el cual el Ministerio de 
Transportes y Comunicaciones certifica que los equipos y/o aparatos de 
telecomunicaciones examinados cumplen con las disposiciones legales y 
normas técnicas vigentes, a fin de garantizar el correcto uso del espectro 
radioeléctrico y evitar las interferencias electromagnéticas y asegurar la 
compatibilidad de los equipos9. 
 
g) Procedimiento de renovación: Es un procedimiento administrativo de 
evaluación previa sujeto a silencio administrativo positivo, su plazo máximo 
de atención de la solicitud de renovación es de 110 días hábiles. Tiene la 
 
6 Artículo 11 de la LRTV. 
7 Artículo 15 del Reglamento de la Ley de Radio y Televisión. 
8 Artículo 93 del Reglamento de la Ley de Radio y Televisión. 
9 Reglamento Específico de Homologación, aprobado por Decreto Supremo N° 001-2006-MTC. 
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finalidad de renovar por el periodo de 10 años más, la prestación del servicio 
de radiodifusión sonora al titular de la autorización10. 
 
h) Silencio Administrativo Positivo: Es una forma de poner fin al 
procedimiento administrativo, por el cual quedará automáticamente aprobada 
la solicitud si transcurrido el plazo establecido o máximo, al que se adicionará 
el plazo máximo señalado en el numeral 24.1 del artículo 24 de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General (plazo de 5 días para notificar), la 




10 Artículos 68 y ss. del RLRT. 
11 Artículo 188 de la LPAG, modificado por el Decreto Legislativo N° 1272. Actualmente recogido en el artículo 199 del 




I. SÍNTESIS DEL PEDIDO DEL RECURRENTE 
 
      Con fecha 23 de febrero de 2016, el administrado inició ante la Dirección General de 
Autorizaciones en Telecomunicaciones, el procedimiento de renovación de su 
autorización para seguir prestando el servicio de radiodifusión, por un plazo de diez 
(10) años. Dicha solicitud fue denegada mediante R.D. N° 1346-2016-MTC/28 del 
11.08.2016 al verificarse que venía operando su estación radiodifusora con un equipo 
transmisor no homologado, incumpliendo la condición técnica prevista en el numeral 
4 del artículo 69 del Reglamento de la Ley de Radio y Televisión, aprobado por 
Decreto Supremo N° 005-2005-MTC 12.  
 
       El administrado interpuso recursos administrativos (de reconsideración y de 
apelación) invocando el caso fortuito o fuerza mayor, como la causa que le impidió 
operar el servicio de radiodifusión con un transmisor no homologado, en vista que el 
transmisor original (homologado) se quemó debido a los cortes de fluido eléctrico 
generados por la empresa ELECTRO ORIENTE. 
 
II. DESCRIPCIÓN DE LA INSTITUCIÓN RECEPTORA 
 
      El Ministerio de Transportes y Comunicaciones (MTC) es el órgano del Poder 
Ejecutivo, responsable del desarrollo de los sistemas de transporte y de la 
infraestructura de las comunicaciones y de las telecomunicaciones del país.  
 
 
12 Artículo 69.- Condiciones para el otorgamiento de la renovación 
La renovación de la autorización del servicio de radiodifusión se sujeta a lo siguiente: 
(…) 
4. Operar la estación y prestar el servicio en las condiciones y características técnicas aprobadas en la autorización y en la 





    Tiene entre sus funciones, la de otorgar y reconocer derechos a través de 
autorizaciones, permisos, licencias y concesiones. 
 
     En materia de Comunicaciones, a través de sus órganos competentes, tiene a su 
cargo la evaluación y tramitación de las solicitudes entre otras, relacionadas con la 
operación de estaciones de radio y televisión de señal abierta y servicios privados de 
telecomunicaciones, además de la planificación del espectro radioeléctrico que 
utilizan dichos servicios. También ejerce la función de controlar y supervisar la 
prestación de los servicios y las actividades de comunicaciones, con la potestad para 
sancionar en el ámbito de su competencia y de velar por el uso correcto del espectro 
radioeléctrico. 
 
      La Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones (DGAT) es un 
órgano de línea del Viceministerio de Comunicaciones que tiene como función 
evaluar y resolver las solicitudes de renovación de autorización del servicio de 
radiodifusión. 
 
El Viceministerio de Comunicaciones es la autoridad competente para resolver el 
recurso de apelación en el presente proceso. 
 
III. SINTESIS DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN/APELACIÓN 
 
3.1 Recurso de reconsideración:  
 
Frente a la denegatoria de su solicitud de renovación, el administrado interpone recurso 




- El día sábado 25 de junio de 2016, se realizó la inspección técnica en su estación, 
en la cual se dejó constancia en el rubro de observaciones, la utilización 
provisional de un transmisor el cual no se encontraba homologado, debido a que 
su transmisor original homologado sufrió daños técnicos por los cortes de fluido 
eléctrico generados por la empresa ELECTRO ORIENTE (se quemó el día 
22.06.2016), días antes de la inspección técnica. 
 
- Inmediatamente ocurrido el hecho, mandó a reparar el equipo transmisor, pero 
no pudo repararse de manera inmediata, debido a que el viernes 24 fue feriado y 
la inspección técnica fue el sábado 25 de junio. 
 
- Manifiesta que informó a los inspectores de los problemas y daños técnicos a su 
estación y que éstos se comprometieron a realizar una nueva inspección técnica 
el día lunes 27 de junio, sin embargo, dicho hecho nunca ocurrió. 
 
Sustentó el recurso en las siguientes nuevas pruebas:  
 
a) Denuncia Policial expedida por la Comisaria de Lamud del 22.08.2016, en la que 
el administrado puso en conocimiento que el día 22.06.2016, días antes de la 
inspección técnica debido a cortes del fluido eléctrico generados por la empresa 
ELECTRO ORIENTE, se quemó su transmisor y; 
b) El certificado de Homologación del 16.11.2012, donde certifica que su transmisor 
original se encuentra homologado. 
Este recurso fue declarado INFUNDADO por la Dirección General de Autorizaciones 
en Telecomunicaciones, mediante la Resolución Directoral. N° 1641-2016-MTC/28 
del 07.10.2016, al considerar que las pruebas aportadas en su reconsideración no 
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resultan suficientes para acreditar los hechos alegados por el administrado, por lo 
que no desvirtúan el pronunciamiento dado en la resolución que denegó la 
renovación de su autorización. 
 
3.2 Primer recurso de apelación: 
El administrado interpone recurso de apelación contra la Resolución Directoral N° 
1641-2016-MTC/28. En este recurso, solicita la nulidad de las resoluciones anteriores 
(de la denegatoria y de la reconsideración), exponiendo los siguientes fundamentos 
de derecho: 
a) La resolución que declara infundada la reconsideración es nula porque no ha 
hecho mayor análisis del caso fortuito o fuerza mayor descartando las pruebas, 
por lo que incurre en falta de motivación. 
 
b) La resolución que denegó la renovación de autorización es nula porque en la 
inspección técnica hizo constar que el transmisor se malogró por fluctuaciones de 
la energía eléctrica, hecho que no fue merituado, vulnerándose los principios 
administrativos de verdad material y del debido procedimiento. 
 
c) Se vio obligado a usar un equipo transmisor no homologado en tiempo prudencial, 
de lo contrario incurriría en causal para dejar sin efecto su autorización y prueba 
de su actuar diligente es que mandó a reparar el transmisor original 
inmediatamente. 
  
Dicho recurso es declarado fundado mediante Resolución Viceministerial N° 1530-
2016-MTC/03 del 15.12.2016; y en consecuencia, se declaró nula la Resolución 
Directoral N° 1641-2016-MTC/28, que declaró infundado el recurso de 
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reconsideración por incurrir en vicio de nulidad por falta de motivación previsto en el 
numeral 2 del artículo 10 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, 
disponiéndose retrotraer el procedimiento administrativo hasta la etapa del recurso 
de reconsideración, a efectos que la Dirección General de Autorizaciones en 
Telecomunicaciones proceda a evaluar todas las pruebas aportadas por el 
administrado y emita nuevo pronunciamiento debidamente motivado sobre dicho 
recurso. 
 
     En cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución Viceministerial N° 1530-2016-
MTC/03, la Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones resuelve el 
recurso de reconsideración, esta vez considerando que aún se encontrara acreditado 
el caso fortuito o fuerza mayor, el administrado debió obligatoriamente contar con un 
transmisor de respaldo además del original, de conformidad con el artículo 15 del 
Reglamento de la Ley de Radio y Televisión, por lo que mediante R.D. N° 0170-2017-
MTC/28 del 02.02.2017, se declaró infundado el recurso. 
 
3.3 Segundo recurso de apelación:  
Contra la R.D. N° 0170-2017-MTC/28, el administrado interpone recurso de 
apelación, exponiendo los siguientes fundamentos: 
- El resolutivo impugnado, sin efectuar mayor análisis de la configuración caso 
fortuito o fuerza mayor y la prueba presentada ratifica su pronunciamiento 
anterior, señalando que si bien el recurrente pudo estar impedido de utilizar su 
equipo, en caso de sufrir complicaciones, en aplicación del artículo 15 del 
Reglamento de la Ley de Radio y Televisión debía contar con un transmisor de 




- El artículo 15 del Reglamento de la Ley de Radio y Televisión al definir la estación 
radiodifusora señala lo siguiente: 
 
“Una estación del servicio de radiodifusión comprende la planta transmisora 
(transmisor y/o transmisor de respaldo), sistema irradiante, y estudio(s), 
destinados a prestar el servicio de radiodifusión; así como enlaces físicos y/o 
radioeléctricos. En el caso de los servicios de radiodifusión por televisión que 
utilicen tecnología digital, la estación también comprende las retransmisoras de 




- No le pueden aplicar el artículo 15 del Reglamento de la Ley de Radio y Televisión 
puesto que antepone el término “y/o” al referirse al transmisor de respaldo, de lo 
que se concluye que no es parte del equipamiento de una estación, lo que es 
acorde con el artículo 18 del citado Reglamento y las Normas Técnicas del 
Servicio de Radiodifusión, advirtiendo que en ninguna de sus disposiciones 
contenidas en la Parte II – Radiodifusión Sonora se alude a que el equipamiento 
mínimo y necesario incluya al transmisor de respaldo, así como en el formato del 
Acta de Inspección Técnica no incluye la verificación de que las estaciones 
cuenten con dicho transmisor. 
 
- La sección 2.11.5 de la Resolución Ministerial Nº 358-2003-MTC-03 de las 
Normas Técnicas del Servicio de Radiodifusión señala: 
 
2.11.5 Del equipamiento y sistema irradiante: 
(…) “Del equipamiento: Los equipos de transmisión cumplirán con los parámetros 
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técnicos descritos en la presente norma y las características de operación 
autorizadas a la estación, asegurando su cumplimiento con la utilización de filtro 
de armónicos (filtro pasabajo). Toda estación deberá contar con los instrumentos 
de medición incorporados, indispensables para comprobar sus parámetros de 
operación” 
 
- El administrado reitera que se encuentra acreditado el caso fortuito o fuerza 
mayor que lo obligó a operar días antes de la inspección técnica con un 
transmisor no homologado, de manera temporal y para no dejar de cumplir con 
su obligación de operar el servicio en forma ininterrumpida. 
Este recurso es declarado fundado mediante Resolución Viceministerial N° 349-2017-
MTC/03 del 04 de abril de 2017, ordenando esta vez que la Dirección General de 
Autorizaciones en Telecomunicaciones, proceda a otorgar la renovación de la 
autorización solicitada, en observancia del marco legal aplicable.  
 
IV. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS AFIRMADOS 




- No es un aspecto controvertido, la operación de la estación por parte del 
administrado con un transmisor no homologado el día sábado 25 de junio de 
2016. 
 
- La realización de la inspección técnica el día sábado 25 de junio de 2016, que dio 
cuenta que el administrado operaba el servicio autorizado con las características 
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técnicas autorizadas (ubicación, frecuencia, potencia), salvo en cuanto al 
cumplimiento de las Normas Técnicas del Servicio de Radiodifusión referido a 
operar con equipos homologados. 
 
- La aplicación supletoria del caso fortuito o fuerza mayor al procedimiento 




4.2.1   La causa eximente de responsabilidad invocada por el administrado respecto 
al incumplimiento que ocasionó la denegatoria de la solicitud de renovación.  
- El recurrente alega la existencia del caso fortuito o fuerza mayor (cortes de fluido 
eléctrico ocasionados por un tercero (a empresa generadora de energía 
ELECTRO ORIENTE) que quemó el equipo transmisor original unos días antes 
de la inspección técnica, lo cual le impidió cumplir con su obligación de operar 
con su transmisor original homologado pues lo tuvo que mandar a reparar. 
 
- La Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones señala que el 
administrado no acredita la existencia del caso fortuito o fuerza mayor y aún si lo 
hubiera acreditado, éste mantenía la obligación de contar con un transmisor de 
respaldo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de la 
Ley de Radio y Televisión. 
 
- El recurrente alega que la existencia de la situación de la avería de su transmisor 
producida por cortes de fluido eléctrico fue registrada en el Acta de Inspección 
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Técnica del día sábado 25 de junio de 2016 y que la autoridad administrativa no 
verificó tal situación, pese a que le indicaron que harían una nueva inspección. 
 
- La Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones sostiene que el 
caso fortuito o fuerza mayor le corresponde ser acreditado por el administrado. 
4.2.2  La vulneración de los principios del procedimiento administrativo y de los 
requisitos de validez del acto (motivación) 
- El recurrente alega que la Administración vulneró los principios del debido 
procedimiento y de verdad material, pues no investigó las verdaderas causas que 
lo obligaron a operar con un transmisor no homologado, además de la motivación 
indebida al no merituar las pruebas aportadas para acreditar el caso fortuito o 
fuerza mayor. 
 
- La Administración considera que el caso fortuito o fuerza mayor debe ser 
acreditado por el que lo invoca. 
 
- El recurrente alega que la Administración vulneró el principio de verdad material, 
pues no evaluó la observación registrada en el Acta de Inspección Técnica del 
día sábado 25 de junio de 2016, que daba cuenta que el transmisor se malogró 
por las descargas eléctricas de la zona. 
 
- La Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones considera que el 
caso fortuito o fuerza mayor debe ser acreditado. 
 




- El recurrente argumenta que no existe la obligación legal de contar con un 
transmisor de respaldo además del original, según se desprende del artículo 15 
del Reglamento de la Ley de Radio y Televisión 13, las Normas Técnicas del 
Servicio de Radiodifusión y el formato del Acta de Inspección Técnica. 
 
- Para la Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones aún exista 
el caso fortuito o fuerza mayor, el administrado debió ser diligente y operar con 
un transmisor de respaldo, en caso de no poder operar con el transmisor original 
pero siempre debía estar homologado, de conformidad con el artículo 15 del 
Reglamento de la Ley de Radio y Televisión. 
 
 
V. ORGANOS ADMINISTRATIVOS: 
 
5.1 La Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones (DGAT) 
 
       La Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones emitió 3 
resoluciones en el presente procedimiento: i) la denegatoria de la solicitud de 
renovación, ii) la resolución que declaró infundado el recurso de reconsideración 
interpuesto por el administrado y iii) nuevo pronunciamiento sobre el mismo 
recurso de reconsideración al retrotraerse el procedimiento como consecuencia 
de la declaración de nulidad ordenada con la Resolución Viceministerial N° 1530-
 
13 Una estación del servicio de radiodifusión comprende la planta transmisora (transmisor y/o transmisor 
de respaldo), sistema irradiante, enlaces físicos y radioeléctricos y estudio(s), destinados a prestar el 






La Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones emitió las 
resoluciones antes señaladas, bajo los siguientes fundamentos: 
 
- El administrado incumplió la condición prevista en el numeral 4 del artículo 
69 del RLRT al verificarse que operaba la estación con un transmisor no 
homologado. 
 
- La denuncia policial es una declaración de parte efectuada por el   
administrado y obtenida en forma posterior a la fecha de inspección técnica 
(sábado 25 de junio de 2016), que carece de valor probatorio para acreditar 
el caso fortuito o fuerza mayor. 
  
- La copia del certificado de homologación no corresponde al transmisor que 
se encontró operando en el momento de la inspección técnica. 
 
- Aún se hubiere acreditado el caso fortuito o fuerza mayor, el recurrente ante 
la situación de avería de su transmisor debió operar con un transmisor de 
respaldo igualmente homologado, de conformidad con el artículo 15 del 
RLRT, por lo que no hay causa eximente de su incumplimiento. 
 
5.2 VICEMINISTERIO DE COMUNICACIONES (VMC) 
 
El Viceministerio de Comunicaciones emite dos (2) resoluciones en segunda 




                 Primer recurso de apelación 
 
- Se declara fundado el recurso de apelación, y en consecuencia nula la 
resolución que resolvió el recurso de reconsideración, por falta de 
motivación, al no haberse valorado las pruebas aportadas por el 
administrado para demostrar el caso fortuito o la fuerza mayor. 
 
Segundo recurso de apelación 
 
- El Viceministerio de Comunicaciones considera que se ha acreditado la 
existencia del caso fortuito o fuerza mayor por lo cual se encuentra 
justificada la operación provisional con un transmisor no homologado por 
parte del administrado. 
 
- El Viceministerio de Comunicaciones considera que operar con un 
transmisor de respaldo no es obligatorio según el artículo 15 del RLRT ni las 
Normas Técnicas del Servicio de Radiodifusión, por tanto, no resultaba 














      En el caso materia de nuestro análisis, la problemática principal consiste en plantearnos 
la siguiente pregunta: Corresponde aplicar la figura del caso fortuito o fuerza mayor al 
procedimiento administrativo de renovación de autorización para seguir prestando el 
servicio de radiodifusión, como la causa no imputable al administrado que le impidió 
operar el día de la inspección técnica con su transmisor original homologado y que 
originara la denegatoria de su solicitud de renovación. 
 
El administrado al interponer sus recursos administrativos del presente procedimiento 
sustentó principalmente su defensa en acreditar la existencia del caso fortuito o fuerza 
mayor para revertir la denegatoria de la renovación y si bien la autoridad administrativa 
de primera instancia (Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones) en 
principio no niega la aplicación supletoria de dicha figura jurídica al procedimiento 
administrativo, sin embargo, la descarta de plano a efectos de introducir un nuevo 
elemento no evaluado en el procedimiento como es la presunta obligación del 
administrado de contar además del transmisor original con un transmisor de respaldo. 
 
En torno a la acreditación del caso fortuito o fuerza mayor invocado por el administrado, 
las instancias del procedimiento (Dirección General de Autorizaciones en 
Telecomunicaciones y el Viceministerio de Comunicaciones) adoptan diferentes 
criterios de valoración de la prueba aportada así como respecto a la correcta aplicación 
de los principios del procedimiento administrativo (de verdad material, debido 
procedimiento, presunción de veracidad, principio de congruencia, entre otros), cuyo 





En ese sentido, como problema secundario derivado del problema principal correspondería 
determinar si la Administración vulneró diversos principios del procedimiento 
administrativo, tanto en el procedimiento de renovación que concluyó con la 
denegatoria de la renovación de autorización solicitada por el administrado como en las 
instancias recursales. 
 
VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO: 
 
7.1 Normas (Ordenadas por jerarquía y utilizadas por el recurrente y la 
institución del Estado). 
 
a) NORMAS PROCESALES 
 
- Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General y su Texto Único 
Ordenado, aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-JUS (normas 
vigentes aplicables al caso)   
 
“Artículo IV. Principios del procedimiento administrativo 
 
➢ 1.2. Principio del debido procedimiento.- Los administrados gozan 
de los derechos y garantías implícitos al debido procedimiento 
administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo 
enunciativo mas no limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder 
al expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer argumentos y 
a presentar alegatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; 
a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a obtener una 
decisión motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad 
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competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las decisiones 
que los afecten. 
(…) 
➢ 1.11. Principio de verdad material. - En el procedimiento, la autoridad 
administrativa competente deberá verificar plenamente los hechos 
que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar 
todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, 
aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o 
hayan acordado eximirse de ellas. 
(…).” 
 
➢ “Artículo 10.- Causales de nulidad 
 
 Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los 
siguientes:  
 
1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias.  
2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez 
(…).” 
 
➢ “Artículo 197.- Efectos del silencio administrativo14 
 
197.1. Los procedimientos administrativos sujetos a silencio administrativo 
positivo quedarán automáticamente aprobados en los términos en que fueron 
solicitados si transcurrido el plazo establecido o máximo, al que se adicionará 
 
14 Actualmente, el artículo 199 del TUO de la Ley N° 27444, aprobado por D.S. N° 004-2019-JUS. 
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el plazo máximo señalado en el numeral 24.1 del artículo 24 de la presente 
Ley, la entidad no hubiere notificado el pronunciamiento respectivo. La 
declaración jurada a la que se refiere el artículo 36 no resulta necesaria para 
ejercer el derecho resultante del silencio administrativo positivo ante la misma 
entidad. 
 
197.2 El silencio positivo tiene para todos los efectos el carácter de resolución que 
pone fin al procedimiento, sin perjuicio de la potestad de nulidad de oficio 
prevista en el artículo 211 de la presente Ley. 
 
197.3 El silencio administrativo negativo tiene por efecto habilitar al administrado 
la interposición de los recursos administrativos y acciones judiciales 
pertinentes. 
 
197.4 Aun cuando opere el silencio administrativo negativo, la administración 
mantiene la obligación de resolver, bajo responsabilidad, hasta que se le 
notifique que el asunto ha sido sometido a conocimiento de una autoridad 
jurisdiccional o el administrado haya hecho uso de los recursos administrativos 
respectivos. 
 
197.5 El silencio administrativo negativo no inicia el cómputo de plazos ni términos 
para su impugnación. 
(…).” 
 
b) NORMAS LEGALES: 
 




➢ Inimputabilidad por diligencia ordinaria 
Artículo 1314.- Quien actúa con la diligencia ordinaria requerida, no es imputable 
por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o 
defectuoso. 
 
➢ Caso fortuito o fuerza mayor 
Artículo 1315.- Caso fortuito o fuerza mayor es la causa no imputable, 
consistente en un evento extraordinario, imprevisible e irresistible, que 
impide la ejecución de la obligación o determina su cumplimiento parcial, 
tardío o defectuoso.  
Ley N° 28278, Ley de Radio y Televisión 
➢ “Artículo 3.- Definición de los servicios de radiodifusión 
 Los servicios de radiodifusión son servicios privados de interés público, 
prestados por una persona natural o jurídica, privada o pública, cuyas 
emisiones se destinan a ser recibidas directamente por el público en general.” 
 
➢ “Artículo 4.- Fines del Servicio de Radiodifusión 
 Los servicios de radiodifusión tienen por finalidad satisfacer las necesidades 
de las personas en el campo de la información, el conocimiento, la cultura, la 
educación y el entretenimiento, en un marco de respeto de los deberes y 
derechos fundamentales, así como de promoción de los valores humanos y 
de la identidad nacional.” 
 
➢ “Artículo 14.- Habilitación 
 
Para prestar los servicios de radiodifusión, en cualquiera de sus modalidades, se 
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requiere contar previamente con autorización otorgada por el Ministerio. 
La autorización es la facultad que otorga el Estado a personas naturales 
o jurídicas para establecer un servicio de radiodifusión.” 
 
 
➢ “Artículo 11.- Del espectro radioeléctrico 
 
El espectro radioeléctrico es un recurso natural de dimensiones limitadas que 
forma parte del patrimonio de la Nación. Su utilización y otorgamiento para la 
prestación del servicio de radiodifusión, se efectúa en las condiciones 
señaladas en la Ley y las normas internacionales de la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones. 
 
Corresponde al MTC la administración, la atribución, la asignación, el control 
y en general cuanto concierna a la gestión del espectro atribuido a dicho 
servicio.” 
 
- Reglamento de la Ley de Radio y Televisión, aprobado por Decreto 
Supremo N° 005 2005-MTC. 
➢ “Artículo 15.- Definición de estación de radiodifusión 
 
Una estación del servicio de radiodifusión comprende la planta transmisora 
(transmisor y/o transmisor de respaldo), sistema irradiante, enlaces físicos 





➢ “Artículo 69.- Condiciones para el otorgamiento de la renovación 
 
La renovación de la autorización del servicio de radiodifusión se sujeta a lo 
siguiente: 
(…) 
4. Operar la estación y prestar el servicio en las condiciones y características 
técnicas aprobadas en la autorización y en la respectiva licencia de operación, 
así como las establecidas en este Reglamento y las Normas Técnicas del 
Servicio de Radiodifusión. 




7.2.1 Respecto a la falta de motivación que acarrea la nulidad del acto administrativo: 
Para Morón Urbina, precisa que: 
entre los principales vicios del acto administrativo independientemente que deriven 
de nulidad, se encuentran, en razón de la motivación: la omisión de motivación, 
motivación insuficiente, motivación falsa, motivación contradictoria, motivación 
errada (de hecho o de derecho) y motivación ilícita. (MORÓN, 2017) 
 
Asimismo, el citado tratadista, al comentar el artículo 6 de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, señala que: 
 
La motivación dentro de la concepción del acto administrativo, entre otras 
funciones, “cumple un rol informador, ya que representa la exteriorización 
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de las razones en cuya virtud se produce el acto administrativo, y permite, 
tanto al administrado como a los superiores con potestades de revisión del 
acto, asumir conocimiento de los hechos reales y jurídicos que fundamentan 
la decisión administrativa, para poder articular su defensa con posibilidad de 
criticar las bases en que se funda e impugnarla; o para que el superior al 
conocer el recurso pueda desarrollar el control que examinando todos los 
datos y si se ajusta a ley. No solo constituye un cargo para la autoridad sino 
un verdadero derecho de los administrados a fin de apreciar el grado de 
regularidad con que su caso ha sido apreciado y resuelto. (MORÓN, 2017, pág. 
147) 
 
Para Dromi, Roberto (2006), en relación con la motivación de los actos administrativos la 
ha definido como: 
(…) “la declaración de las circunstancias de hecho y de derecho que han inducido 
a la emisión del acto. Está contenida dentro de lo que usualmente se 
denominan considerandos. La constituyen, por tanto, los presupuestos o 
razones del acto. 
Es la fundamentación fáctica y jurídica con que la Administración sostiene la 
legitimidad y oportunidad de su decisión. Adicionalmente, el autor argentino 
ha manifestado que: en principio, todo acto debe ser motivado. La falta de 
motivación implica no solo vicio de forma, sino también, y principalmente, 
vicio de arbitrariedad” (…). (Dromi, 2006, págs. 376-377) 
7.2.2  Respecto al Principio Administrativo de Verdad Material: 
Para el tratadista Morón Urbina señala que: 
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Por “el principio de verdad material o verdad jurídica objetiva, las autoridades 
instructoras de los procedimientos tienen la obligación de agotar de oficio los medios 
de prueba a su alcance para investigar la existencia real de hechos que son la hipótesis 
de las normas que debe ejecutar y resolver conforme a ellas, para aplicar la respectiva 
consecuencia prevista en la norma. Por ejemplo, la Administración debe acreditar si 
se incurrió en la conducta descrita en la norma como infracción administrativa o si 
existe el hecho impeditivo para que un administrado obtenga una licencia para alguna 
actividad económica. El principio pretende que la probanza actuada en el 
procedimiento permita distinguir como en realidad ocurrieron los hechos reales 
producidos y constatar la realidad, independientemente de cómo hayan sido alegadas 
y, en su caso probadas por los administrados participantes en el procedimiento. 
(MORÓN, 2017) 
 
 Por su parte, el autor Agustín Gordillo (2017) señala que: 
 “en el procedimiento administrativo el órgano que debe resolver está sujeto al 
principio de verdad material, y debe en consecuencia ajustarse a los hechos, 
prescindiendo de que ellos hayan sido alegados y probados por el particular o no, 
por ejemplo, hechos y pruebas que sean de público conocimiento, que estén en el 
poder de la Administración por otras circunstancias, que estén en expedientes 
paralelos o distintos, que la Administración conozca de su existencia y pueda 
verificarlos, etc15La autoridad debe previamente incorporar esa evidencia obtenida 
de oficio en el expediente, para que los administrados puedan controlar su actuación 
 




como manifestación de su derecho a probar. (Gordillo, Tratado de Derecho 
Administrativo, 2017) 
      Comentario: En aplicación a este principio, que rige el procedimiento administrativo, 
la autoridad competente, en este caso, la Dirección General de Autorizaciones en 
Telecomunicaciones debió efectuar las actuaciones y medidas probatorias necesarias 
para verificar los hechos consignados por el administrado en el Acta de Inspección 
Técnica (en ella hizo constar que el transmisor se quemó debido a cortes de energía 
eléctrica de la empresa ELECTRORIENTE), dejando constancia del caso fortuito o 
fuerza mayor, lo cual no fue merituado por la Administración, al momento de expedir 
la resolución que denegó la renovación. 
 
7.2.3   Respecto al Principio de debido procedimiento: 
 
El citado autor Morón Urbina precisa que: 
Los administrados gozan de los derechos y garantías implícitas al debido 
procedimiento administrativo; tales como el derecho a ser notificado, al acceder al 
expediente, a refutar cargos imputados, a exponer argumentos, a solicitar el uso de 
la palabra, el de obtener una decisión motivada; el derecho a obtener una decisión 
motivada y fundada en derecho consiste en el derecho que tienen los administrados 
a que las decisiones de las autoridades respecto a sus intereses y derechos hagan 
expresa consideración de los principales argumentos jurídicos y de hecho, así como 
de las cuestiones propuestas por ellos en tanto hubieran sido pertinentes a la solución 
del caso. No significa que la administración queda obligada a considerar en sus 
decisiones todos los argumentos expuestos o desarrollados por los administrados, 
sino solo aquellos cuya importancia y congruencia con la causa, tengan relación de 
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causalidad con el asunto y la decisión a emitirse. (MORÓN, 2017) 
Asimismo, el mismo autor señala que la motivación “es la exteriorización obligatoria 
de las razones que sirven de base o determinar una resolución de la administración. 
Debe contener la fundamentación de los hechos impone que la administración 
resuelva solo sobre circunstancias reales y que sirven para formular convicción de 
verdad material en la autoridad que decide el procedimiento.” (MORÓN, 2017) 
 
 
7.2.4    Respecto al caso fortuito o fuerza mayor: 
Para Osterling Parodi, señala que: 
La distinción entre caso fortuito y fuerza mayor va más allá de lo puramente teórico, 
caracterizan al primero por su “imprevisibilidad” y a la fuerza mayor por implicar la 
“irresistibilidad”. En tal sentido, se debe entender como “caso fortuito” cuando es 
posible evitar el daño producido mediante actos de previsibilidad, esto es se puede 
evitar mediante una diligencia normal, en cambio será “fuerza mayor” cuando aun 
habiéndose previsto, era imposible impedir que se produzca el daño, como se daría 
el caso en los casos de desastres naturales. (Osterling, 1985) 
 
El referido autor, al comentar el artículo 1314 del Código Civil, respecto a la 
“INIMPUTACIÓN”, señala que: 
 
“Quien actúa con la diligencia ordinaria requerida, no es imputable por la 





“La norma se refiere a la causa no imputable, es decir, a la ausencia de culpa, 
como concepto genérico exoneratorio de responsabilidad. Basta, como regla 
general, actuar con la diligencia ordinaria requerida para no ser responsable 
por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento irregular. Es 
justamente ese principio el que determina las consecuencias de la ausencia de 
culpa. (Osterling, 1985) 
 
      Comentario: El administrado como fundamento de sus recursos impugnativos alegó 
la existencia del caso fortuito o fuerza mayor, como la razón o causa no imputable que 
le impidió operar el día de la inspección técnica operar con su transmisor original 
homologado. En ese sentido, considera que el incumplimiento verificado no le es 
imputable, puesto que actuó con la debida diligencia, en principio, al contar con un 
transmisor original debidamente homologado por el MTC y que éste sufrió desperfecto 
por razones ajenas a la voluntad del administrado y que no pudieron ser previstas por 
corresponder a un tercero, por lo que se vio obligado a operar por tiempo prudencial 
con un transmisor que no se encontraba homologado para poder seguir operando su 
estación, de lo contrario incurriría en causal de cancelación de la autorización y por 
ello le causaría perjuicio irreparable. 
 
Para Beltrán Pacheco, en su artículo “Imprecisiones en torno al caso fortuito y fuerza 
mayor” (2017), se refiere a: 
Los contenidos conceptuales desarrollados en la Casación N°1693-2014-LIMA 
centrando la atención en el caso fortuito y la fuerza mayor como supuestos de 
liberación de responsabilidad civil. Para realizar dicho estudio, el autor analiza, en 
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primer lugar, el problema de la debida motivación de las resoluciones judiciales 
(puesto que en las resoluciones judiciales no se efectúa un completo estudio de los 
conceptos aplicables) para, en segundo lugar, evaluar la noción de deber jurídico de 
conservación (como deber accesorio del deudor) y el sistema de responsabilidad 
civil. Finalmente se pone en evidencia las imprecisiones conceptuales del caso 
fortuito y la fuerza mayor expuestas en la casación evaluada a fin de postular los 
correctos alcances de dichos conceptos. (Beltrán, 2017, pág. 21) 
 
El mencionado autor BELTRÁN PACHECO, concluye que: 
“el caso fortuito y la fuerza mayor son eventos irresistibles, no aplicándose (a su 
contenido) el carácter extraordinario ni el imprevisible que son dispuestos, de modo 
errado, en el Código Civil peruano.  
El caso fortuito debe ser considerado como “evento natural irresistible” mientras 
que la “fuerza mayor” es un evento humano irresistible que se subsume en “el hecho 
de un tercero”.  
Si el sujeto imputado hubiera actuado diligentemente y podido evitar las 
consecuencias dañosas de un evento natural o humano, entonces dicho evento no 
es un caso fortuito ni una fuerza mayor. (Beltrán, 2017, pág. 35) 
 
Trimarchi, 1967: 153; Perlingieri y Romano, 1997: 283; Zatti y Colussi, 2001: 316 (como 
se citó en Beltrán Pacheco, 2017) señala que: 
(...) el caso fortuito refiere a la imprevisibilidad, mientras que la fuerza mayor a la 
irresistibilidad. Por ende, un hecho de la naturaleza sería una causa no imputable 
cuando no pudo ser anticipado por el sujeto (es decir, que el sujeto desconozca el 
tiempo y espacio de ocurrencia de un suceso de la naturaleza), mientras que la fuerza 
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mayor pone su atención en la irresistibilidad (la imposibilidad del sujeto para resistir 
la fuerza que genera consecuencias dañosas). No obstante, y siguiendo la tradición 
francesa, nuestro Código Civil considera reunir tres características (atributos legales) 
aplicables de igual modo tanto al caso fortuito como a la fuerza mayor: 
extraordinario, imprevisible e irresistible. (Beltrán, 2017, pág. 33) 
 
 
7.2.5 Servicio Privado de Interés Público: 
Para el autor Zegarra Valdivia (2005), señala que: 
“La Ley de Radio y Televisión N° 28278, dispone que “sean considerados servicios 
privados de interés público”, los servicios de radiodifusión sonora y los de televisión. 
Son actividades privadas ya que se reconoce el derecho de personas naturales y 
jurídicas de prestar el servicio o llevarlas a cabo; con el objeto de difundir con destino 
a la generalidad de programaciones sonoras, en las que se suelen combinar espacios 
de información. 
Los servicios de radiodifusión tienen por finalidad satisfacer las necesidades de las 
personas en el campo de la información, el conocimiento, la cultura, la educación y 
el entretenimiento. 
Los servicios de radiodifusión sonora y por televisión son actividades 
económicamente que tienen relevancia para el interés de la comunidad, todo esto se 
funda con los objetivos de fomento y desarrollo de valores de interés general(...). 





7.3 JURISPRUDENCIA  
 
7.3.1 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
Sentencia del Tribunal Constitucional EXP. N° 03803-2008-PHD/TC LIMA (07 
de enero de 2010) 
 
Asunto: 
Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Fanny Ramírez Quiroz 
contra la Resolución de la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
de Lima, de fojas 77, de fecha 8 de mayo de 2008, que confirmando la 




la recurrente interpone demanda de hábeas data contra la empresa Continental 
Airlines lnc Sucursal Perú, con la finalidad de que esta institución le 
proporcione información sobre el tipo o naturaleza de los reclamos 
interpuestos relacionados con el servicio público que brinda, asimismo le 
informe de aquellos reclamos que han sido solucionados y no solucionados 
(por ende derivados a otras instancias o instituciones) en los dos últimos 
años; solicita además se condene a la demandada el pago de costas y 
costos del proceso por haberse negado a su entrega, afectado su derecho 
de acceso a la información.  
La empresa Continental Airlines lnc Sucursal Perú contesta la demanda 
solicitando que sea declarada infundada con expresa condena de costas y 
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costos del proceso. Señala que, si bien presta un servicio público, no está 
autorizada a ejercer funciones administrativas a nombre del Estado 
Peruano. Por ello, no está obligada a brindar información sobre una función 
que no le ha sido delegada. 
 
Aspectos de Fondo: 
 
De conformidad con el fundamento 7 de la sentencia recaída en el Expediente 
N° 00390-2007-PHD/TC, las personas jurídicas privadas que brinden 
servicios públicos o efectúen funciones administrativas, están obligadas a 
informar sobre las características de los servicios públicos que prestan, sus 
tarifas y sobre las funciones administrativas que ejercen. Lo que supone que 
la información accesible siempre habrá de referirse a alguno de estos tres 
aspectos y no a otros, siendo éste el ámbito de información que puede 
solicitarse a una persona jurídica de derecho privado. 
 
Transporte aéreo como servicio público: 
 
A través del artículo 1 del Decreto de Urgencia N° 005-2004 de 10 de julio de 
2004 se ha establecido el servicio de transporte aéreo como un servicio 
público, de interés nacional, orientado a satisfacer las necesidades de 
traslado de pasajeros, carga y correo de un punto de origen a un punto de 
destino. En consecuencia, las autorizaciones de dicho servicio público sólo 
pueden ser suspendidas, restringidas o revocadas por la autoridad 
aeronáutica civil, en los casos establecidos en la Ley N° 27261, Ley de 
Aeronáutica Civil y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo No 500-





De tal manera, el transporte aéreo, debido a su naturaleza regular y a su 
finalidad de satisfacer determinadas necesidades sociales, repercute sobre 
el interés general y es considerado un servicio público. Por ello, aquella 
información que se encuentre estrechamente vinculada con este servicio 
debe de ser brindada a cualquier ciudadano que así lo solicite, ya que de lo 
contrario dichos actos se configurarían como lesivos al derecho fundamental 
de acceso a la información. (TC, 2020) 
 
7.3.2 SEGUNDA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL TRANSITORIA 
DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
 
Sentencia Casatoria N° 4736-2014-LIMA (5 de mayo de 2016) 
Demandante: Liliana Bertha Barandiarán Chirinos. 
Demandada: Banco de Materiales S.A.C 
 
Título: Indemnización por daños y perjuicios PROCESO ORDINARIO NLPT 
 
“Que la motivación de las resoluciones judiciales como parte integrante del núcleo duro 
o contenido esencial del derecho fundamental al debido proceso, supone para el 
juez un imperativo constitucional y legal que lo compele a fundamentar todas sus 
decisiones jurisdiccionales (salvo los decretos de mero trámite), precisando los 
motivos y razones que le sirven como sustento de las mismas, lo que constituye a 
su vez una garantía para las partes, en tanto les permite conocer y, eventualmente, 
cuestionar el razonamiento desplegado por los órganos jurisdiccionales, 
garantizando que el virtual ejercicio de su derecho de defensa y contradicción sea 
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pleno y eficaz, desde esa perspectiva, qué duda cabe, la argumentación jurídica 
constituye el medio indispensable para la materialización de este deber-derecho, 
orientándose a que la motivación de una resolución sea cuando menos expresa, 
clara, suficiente, integral (congruencia subjetiva y objetiva), coherente, legítima y 






7.3.3 QUINTA SALA ESPECIALIZADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
CON SUBESPECIALIDAD EN TEMAS DE MERCADO DE LA CS DE LIMA 
 
EXPEDIENTE Nº: 9354-2015  
DEMANDANTE: American Airlines Inc. Sucursal del Perú  
DEMANDADO: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 
Protección  
Materia: Nulidad de Resolución Administrativa 
 
RESOLUCIÓN N° 16 del 21.08.2019 
 
“Conforme prescribe el artículo 370° del Código Procesal Civil, la competencia 
del Juez Superior, está limitada a resolver sobre los agravios expresados en 
la apelación, estando impedido de ir más allá de lo denunciado o 
fundamentar la decisión en hechos no invocados. Bajo este mismo contexto, 
Maríanella Ledesma Narváez1 comentando el artículo 370° del Código 
Procesal Civil, señala: “El artículo en comentario regula la limitación de la 
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competencia del Juez superior frente a la apelación. Esta limitación lleva a 
que sólo se pronuncie sobre los agravios que la sentencia recurrida le ha 
causado al apelante. El agravio es la medida de la apelación (…)”, por 
consiguiente, en virtud de esta disposición legal, el órgano revisor debe 
circunscribirse únicamente a efectuar el análisis de la resolución recurrida y 
a absolver sólo los agravios contenidos en el escrito de su propósito. Por lo 
tanto, únicamente será materia de análisis lo que ha sido cuestionado en el 
recurso de apelación y que ha sido reseñado brevemente líneas arriba.  
 
“En consecuencia, se advierte una exigencia a los órganos jurisdiccionales para que en 
su función de administrar justicia se garantice una adecuada argumentación jurídica 
en la toma de decisiones judiciales, lo que se debe traducir en una fundamentación 
clara, coherente y suficiente vía la valoración de los hechos, medios probatorios y 
normas aplicables, así como congruente con las pretensiones en la forma que son 
planteadas por las partes, sin dejar incontestadas ninguna de estas, ello a fin de 
garantizar y satisfacer el contenido del derecho a la debida motivación y 
consecuentemente, no se vea vulnerado el derecho fundamental al debido proceso 
como instrumento de tutela de los derechos subjetivos”. 
 
     SEXTO CONSIDERANDO: En principio, es menester evocar lo enunciado por el 
Tribunal Constitucional en el Fundamento Once de la Sentencia expedida en el 
trámite del Expediente número 1230-2002-HC/TC, en cuanto al derecho de los 
justiciables a obtener una sentencia motivada: “(…) Uno de los contenidos del 
derecho al debido proceso es el derecho de obtener de los órganos judiciales una 
respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones oportunamente 
deducidas por las partes en cualquier clase de procesos. La exigencia de que las 
decisiones judiciales sean motivadas en proporción a los términos del inciso 5) del 
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artículo 139° de la Norma Fundamental, garantiza que los jueces, cualquiera sea la 
instancia a la que pertenezcan, expresen el proceso mental que los ha llevado a 
decidir una controversia, asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar 
justicia se haga con sujeción a la Constitución y a la ley; pero también con la 
finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa de los 
justiciables. La Constitución no garantiza una determinada extensión de la 
motivación, por lo que su contenido esencial se respeta siempre que exista 
fundamentación jurídica, congruencia entre lo pedido y lo resuelto y, por sí misma, 
exprese una suficiente justificación de la decisión adoptada, aun si esta es breve o 
concisa, o se presenta el supuesto de motivación por remisión.” (resaltado nuestro); 
así, en consonancia con lo expuesto por el máximo intérprete de la Constitución 
Política, el derecho de los justiciables a obtener una resolución motivada se 
entenderá satisfecho siempre que exista fundamentación jurídica, congruencia 
entre lo pedido y lo resuelto y, se exprese una suficiente justificación de la decisión 
adoptada. En el mismo sentido; en la sentencia emitida en el expediente N° 4206-
2014- PA/TC, el máximo intérprete de la Constitución ha manifestado: El inciso 14 
del artículo 139 de la Constitución reconoce el derecho de defensa en virtud del 
cual se garantiza que los justiciables, en la protección de sus derechos y 
obligaciones, cualquiera que sea su naturaleza (civil, mercantil, penal, laboral, etc.), 
no queden en estado de indefensión. Este derecho se ve afectado cuando, en el 
seno de un proceso o procedimiento, cualquiera de las partes resulta impedida por 
concretos actos de los órganos encargados de sancionar de ejercer los medios 
necesarios, suficientes y eficaces para defender sus derechos e intereses legítimos 
[Cfr. STC 02738-2014-PHC/TC, fundamento 6 y STC 1231- 2002-HC/TC, 
fundamento 2]. Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo 
subespecialidad en Temas de Mercado Expediente Nº 23-2017 7/11 Asimismo, 
corresponde precisar sobre el “principio de congruencia”, si bien se ha explicado 
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que forma parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la 
debida motivación de las decisiones judiciales y que garantiza que el juzgador 
resuelva cada caso concreto sin omitir, alterar o exceder las pretensiones 
formuladas por las partes (Véase, STC N.º 08327-2005-PA/TC, fundamento 5), en 
sede administrativa, dicho principio procesal se encuentra flexibilizado, en la medida 
que en el iter del procedimiento administrativo debe armonizarse con la potestad de 
invalidación general de la Administración Pública. 13. En tal línea, entonces, la no 
existencia de identidad entre las cuestiones planteadas en el recurso de apelación 
y los extremos resueltos por la Resolución N° 170-2012-TC-S1 no necesariamente 
implica una afectación al derecho de defensa del administrado, siempre que la 
autoridad administrativa cumpla con otorgar la debida oportunidad para realizar los 
respectivos descargos sobre los nuevos hechos a tratar. Tal como quedó 
establecido en la STC N.° 00884-2004-AA/TC, pues “ninguna autoridad 
administrativa podrá dictar una anulación de oficio, sin otorgar anteladamente 
audiencia al interesado para que pueda presentar sus argumentos a favor de la 
sostenibilidad del acto que le reconoce derecho o intereses. Adicionalmente a ello, 
la resolución anulatoria de oficio debe ser notificada a los administrados 
concernidos a fin de que tengan la posibilidad de controlar su legalidad” (énfasis 
agregado)».SÉPTIMO: Tal como se precisa en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, si bien en sede administrativa el principio de congruencia se 
flexibiliza atendiendo no solo a la potestad de invalidación de la administración sino 
principalmente en atención al interés público, ello no puede dejar a los 
administrados a merced de su discrecionalidad, es decir, que la actuación de toda 
autoridad administrativa debe adecuarse siempre al derecho fundamental al debido 
proceso del que gozan los administrados y en consecuencia, no puede renunciarse 
a contemplar estrictamente derechos como el de defensa y debida motivación. Es 
así que tal como se señala en la sentencia 4293-212-PA/TC, el hecho que no exista 
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identidad entre los argumentos planteados en el recurso de apelación y lo que se 
resuelva por el órgano encargado de segunda instancia, no necesariamente 
afectará el derecho de defensa del apelante, siempre que se verifique que el ente 
administrativo otorgó la oportunidad al administrado de efectuar sus descargos 
sobre los nuevos hechos a tratar. Es decir, que el administrado o solicitante debe 
contar con la posibilidad no solo de enterarse de los hechos nuevos sobre los cuales 
se podría verse afectado sino que además tenga oportunidad de expresar los 
argumentos que convenga oportunos para defender sus intereses16. En este caso, 
de lo referido en el punto 3 de la resolución impugnada, se puede advertir que la 
Sala Especializada en Propiedad Intelectual dejó de lado los argumentos expuestos 
en el recurso de apelación referentes a desvirtuar el riesgo de confusión y resolvió 
el recurso de apelación de APPLE en base al análisis de distintividad del signo 
DIGITAL CROWN, cuando ello no fue parte de la controversia. 
 
“El respecto, es de precisar que la pluralidad de instancias en la vía administrativa, o 
facultad de contradicción del administrado, se encuentra reconocida en el artículo 
206° de la Ley N° 27444, bajo los parámetros ahí establecidos. En esa medida, en 
tanto se ha previsto que en el procedimiento de registro de una marca, existe una 
autoridad jerárquica superior que resuelve en apelación los recursos que se 
interpongan, corresponde a ésta emitir su pronunciamiento en segunda instancia 
administrativa, el cual no debe contravenir el principio de congruencia procesal, en 
aras de salvaguardar el interés público del consumidor.” (TC, Quinta Sala 
especializada en lo contencioso administrativo con subespecialidad en temas de 
mercado de laa CS de Lima. expediente N° 9354-2015, 2020) 
 
 
16 https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2014/04293-2012-AA.html Quinta Sala Especializada en lo Contencioso 
Administrativo subespecialidad en Temas de Mercado Expediente Nº 23-2017 8/11 
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7.3.4 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA SALA DE DERECHO 
CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANENTE 
 
SENTENCIA CAS. N° 15405 – 2015  
Demandante: Diamante del Pacífico S.A 
Demandado: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 
Protección- INDECOPI 
 
Principio de verdad material 
 
Sumilla: “El procedimiento administrativo se sustenta en el Principio de Verdad 
Material, según el cual la autoridad administrativa competente deberá 
verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para 
lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias 
autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los 
administrados o hayan acordado eximirse de ellas. En el caso de 
procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará facultada a 
verificar por todos los medios disponibles la verdad de los hechos que le son 
propuestos por las partes, sin que ello signifique una sustitución del deber 
probatorio que corresponde a éstas. Sin embargo, la autoridad 
administrativa estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su 
pronunciamiento pudiera involucrar también al interés público.”. (SPIJ, 
2020) 
 
7.3.5. SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANENTE DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 
SENTENCIA CASACIÓN Nº 1693-2014 LIMA (8 de marzo de 2016) 
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Demandante: Luz del Sur Sociedad Anónima Abierta 
Demandado: Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería - 
OSINERGMIN 
Título: Diferencia entre caso fortuito y fuerza mayor 
«Se debe entender como “caso fortuito” cuando es posible evitar el daño producido 
mediante actos de previsibilidad, esto es se puede evitar mediante una diligencia 
normal, en cambio será “fuerza mayor” cuando aun habiéndose previsto, era 
imposible impedir que se produzca el daño, como se daría el caso en los casos de 
desastres naturales». (LP, 2020) 
 
7.3.6. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA SALA DE DERECHO 
CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANENTE   
SENTENCIA CASACIÓN Nº 7667-2016 LIMA del 3 de mayo de 2018. 
           SUMILLA: “El superior colegiado no ha cumplido con dar una respuesta adecuada, 
motivada y razonada sobre la idoneidad de los medios de prueba y el método 
utilizado por la administración (OSINERGMIN) ante la solicitud postulada por la 
administrada, para que se declare que el evento consistente en el cierre del Puerto 
de Matarani (Mollendo) generado por la presencia de oleajes de ligera a mediana 
intensidad constituyó un supuesto de caso fortuito o fuerza mayor que impidió el 
cumplimiento de la obligación de mantener la existencia media mensual mínima de 
combustibles”. (SPIJ, Corte Suprema de Justicia de la República, sentencia 
casación N° 7667-2016-Lima, 2020) 
 
7.3.7. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LIMA 
Sentencia Casación N° 2139-2007-Lima, (31 de agosto de 2007) 
Motivación de las resoluciones judiciales 
Fundamento sexto, ha establecido lo siguiente: “(…) además de constituir un 
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requisito formal e ineludible de toda sentencia constituye el elemento intelectual de 
contenido crítico, valorativo y lógico, y está formado por el conjunto de 
razonamientos de hecho y de derecho en los que el magistrado ampara su decisión; 
por ende, la exigencia de la motivación constituye una garantía constitucional que 
asegura la publicidad de las razones que tuvieron en cuenta los jueces para 
pronunciar sus sentencias”. (ELPERUANO, 2007) 
Publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el treinta y uno de agosto de dos mil 
siete. 
 
7.3.8. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA SALA DE DERECHO 
CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANENTE 
SENTENCIA CASACIÓN Nº 14211-2015 LIMA 
“La motivación constituye una forma de promover la efectividad del derecho a la 
tutela judicial, y así, es deber de las instancias de revisión responder a cada uno de 
los puntos planteados por el recurrente, quien procede en ejercicio de su derecho 
de defensa y amparo de la tutela judicial efectiva”.  
DÉCIMO: En igual línea de ideas, cabe indicar que sobre este tema, el Tribunal 
Constitucional ha establecido que el derecho a la motivación de las resoluciones 
judiciales es una garantía del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza 
que las resoluciones judiciales no se encuentren justificadas en el mero capricho de 
los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el ordenamiento jurídico o 
los que se deriven del caso; sin embargo, no todo ni cualquier error en el que 
eventualmente incurra una resolución judicial constituye automáticamente la 
violación del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la motivación 
de las resoluciones judiciales.” (SPIJ, Corte Suprema de Justicia de la República, 






     Como preámbulo a la discusión del tema es necesario tener en cuenta que el artículo 
II del Título Preliminar del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General 17, 
establece que, “Las autoridades administrativas al reglamentar los procedimientos 
especiales, cumplirán con seguir los principios administrativos, así como los  derechos 
y deberes de los sujetos del procedimiento, establecidos en la presente Ley”, y que 
asimismo en el artículo III, se señala que la finalidad de la presente ley es “establecer 
el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la administración Pública sirva a 
la protección del interés general, garantizando los derechos e intereses del 
administrado y con sujeción al ordenamiento constitucional y jurídico en general”. 
En el curso del procedimiento recursal, el administrado alega la configuración del caso 
fortuito o fuerza mayor para eximirse de la responsabilidad respecto de la obligación 
de operar la estación de radiodifusión con un transmisor homologado, a fin que 
proceda la renovación de la autorización solicitada. 
Como se ha expuesto en la parte pertinente, el aspecto central del procedimiento era 
determinar si se acreditó la existencia de una causa no imputable al administrado (caso 
fortuito o fuerza mayor) que le impidió operar su estación con su transmisor original 
homologado y si la Administración incurrió en vicios de nulidad al emitir sus actos 
administrativos por vulnerar principios generales administrativos como de verdad 
material y del debido procedimiento, además de los requisitos de validez del acto 
administrativo. 
La relevancia del tema, fueron las diferentes posiciones asumidas por las instancias 
que resolvieron los recursos interpuestos, en torno a la acreditación del caso fortuito o 
fuerza mayor y que motivara que el Superior Jerárquico (Viceministerio de 
 




Comunicaciones) declare la nulidad del acto administrativo (la resolución que resolvió 
el primer recurso de reconsideración). 
Debe tenerse en cuenta que, en los recursos de reconsideración y de apelación 
interpuestos por el administrado, según las pruebas presentadas en el procedimiento 
puso en conocimiento que días antes de la inspección técnica realizada, se produjo 
hechos no imputables al administrado que malograron su transmisor homologado, el 
cual resultó quemado debido a los cortes de fluido eléctrico de la empresa 
ELECTRORIENTE; razón por la cual le obligó a que usara de manera provisional un 
transmisor que no se encontraba homologado, así como las guías de remisión donde 
da cuenta que el administrado mandó a reparar el transmisor original de forma 
inmediata. 
En el presente procedimiento, la Administración no hizo mayor análisis del caso fortuito 
o fuerza mayor alegado, descartándose las pruebas presentadas, vulnerándose de 
esta manera, el requisito de validez de la motivación del acto, así como el principio del 
debido procedimiento en el sentido del derecho a obtener una decisión motivada y 
fundada en derecho. 
Sin embargo, la instancia superior tampoco advirtió que en el procedimiento de 
renovación se vulneró especialmente el Principio de Verdad Material por el cual, la 
autoridad competente en resolver la solicitud de renovación de autorización (Dirección 
General de Autorizaciones en Telecomunicaciones) no dispuso la actuación de las 
diligencias necesarias que sirvan de motivo a su decisión, puesto como fluye de los 
actuados, no se tuvo en cuenta en modo alguno, la observación registrada en el Acta 
de Inspección Técnica del día sábado 25 de junio de 2016, lo que configuraba un 
supuesto de caso fortuito o fuerza mayor como la causa no imputable al administrado 
que le impidió cumplir con su obligación de operar con su transmisor original 
homologado. En ese sentido, no solamente se debió declarar la nulidad de la 
resolución que resolvió el recurso de reconsideración, sino que la nulidad debió 
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extenderse a la resolución de denegatoria de la renovación. 
En efecto, la Administración omite evaluar la observancia de los Principios 
administrativos de verdad material y del debido procedimiento, limitándose a declarar 
la nulidad del procedimiento desde la base de la falta de un requisito de validez del 
acto (la Motivación) en el pronunciamiento que emitiera por primera vez sobre el 
recurso de reconsideración, no obstante que la nulidad bajo dichos conceptos fuera 
invocado por el administrado, por ello, en la resolución que resolvió el recurso de 
apelación el órgano superior jerárquico debió declarar nulo todo lo actuado y por ende, 
retrotraer el procedimiento hasta la denegatoria de la renovación con el objetivo de que 
se garantice los mencionados principios y el derecho de defensa del administrado. 
Considero que el mismo error, se incurre al resolver el segundo recurso de apelación 
que, si bien declara fundado el recurso interpuesto por el administrado, insiste en la 
existencia únicamente de una indebida motivación del acto, la que además no genera 
responsabilidad administrativa según lo opinado por el Superior Jerárquico 
(Viceministerio de Comunicaciones) al remitirse a lo dispuesto en el numeral 6.3 del 
artículo 6 de la Ley del Procedimiento Administrativo General. 
Debe advertirse que la Dirección General de Autorizaciones en Telecomunicaciones 
al emitir nuevo pronunciamiento sobre el recurso de reconsideración conforme a la 
nulidad declarada por el Viceministerio de Comunicaciones, introduce un nuevo 
elemento en la evaluación, como es que, no obstante, se encontrara acreditada la 
existencia del caso fortuito o fuerza mayor, el administrado debió contar con un 
transmisor de respaldo además del original. Dicho pronunciamiento vulnera no solo la 
congruencia de la motivación de las resoluciones administrativas   
Finalmente, hay un aspecto que si bien no fue materia de contradicción, implica un 
vicio de nulidad de todo el procedimiento administrativo, como lo es el hecho que la 
diligencia de inspección técnica fue realizada en día inhábil (sábado 25 de junio de 
2016) y con posterioridad al plazo legal establecido en el artículo 71 del Reglamento 
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de la Ley de Radio y Televisión, que dispone que dicha actuación debe realizarse 
“dentro de los tres (3) meses contados desde la presentación de la solicitud de 
renovación”, incumpliendo de esta manera no solo con la obligación que tiene la 
Administración de realizar todas sus actuaciones en tiempo hábil, sino con 
posterioridad al plazo legal establecido en la citada norma, lo cual invalida dicha 
diligencia en la que se fundamentó la denegatoria de la renovación, lo cual debió 


























▪ El administrado tuvo que operar con un transmisor no homologado en la fecha de 
la inspección técnica debido a que el transmisor original (homologado) se malogró 
debido al caso fortuito o fuerza mayor alegado (cortes de fluido eléctrico 
ocasionados por la empresa ELECTRO Oriente quemaron su transmisor). 
 
▪ El administrado tuvo que operar con transmisor no homologado pues la Ley de 
Radio y Televisión le exige operar el servicio de radiodifusión ininterrumpidamente, 
de lo contrario, perdería la autorización. 
 
▪ El administrado no estaba obligado operar con un transmisor de respaldo pues 
conforme al artículo 15 del Reglamento de la Ley de radio y televisión y a las normas 
técnicas del servicio de radiodifusión no es una obligación legal.  
 
▪ La Administración vulneró los Principios administrativos de verdad material y del 
debido procedimiento, además del requisito de validez del acto administrativo como 
la Motivación, en el procedimiento de renovación de autorización que concluyo con 
la denegatoria de la solicitud del administrado.  
 
▪ La Administración contravino diversas normas del ordenamiento jurídico al realizar 
la inspección técnica el día sábado 25 de junio de 2016, fuera del plazo legal para 
su realización y en día inhábil, lo cual invalida la referida inspección y, por ende, 







• Se recomienda incluir en el "Reglamento de Fiscalizaciones y Sanciones en la 
prestación de servicios y actividades de comunicaciones de competencia del 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones", aprobada por Decreto Supremo N° 
028-2019-MTC, que regula entre otras, el ejercicio de las funciones de fiscalización 
(inspecciones) atribuidas a dicho Ministerio, una disposición en la cual se identifique 
los supuestos de hecho que configuran el caso fortuito o fuerza mayor, atendiendo 
a las características propias del procedimiento de renovación de una autorización 
para prestar el servicio de radiodifusión. 
 
• La Dirección General de Fiscalizaciones y Sanciones en Comunicaciones, como 
autoridad administrativa competente en realizar la actividad fiscalizadora debe 
promover el desarrollo de capacitaciones a su personal técnico a fin de que dichas 
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• ANEXO 01: Solicitud de renovación de autorización de fecha 23 de febrero de 
2016. 
 
• ANEXO 02: Informe Técnico 
 
• ANEXO 03: Acta de Inspección Técnica de fecha 25 de junio de 2016. 
 
• ANEXO 04: Resolución Directoral N° 1346-2016-MTC/28 de fecha 11 de agosto 
de 2016, (DENIEGA LA SOLICITUD DE RENOVACIÓN DE AUTORIZACIÓN) 
 
• ANEXO 05:  Escrito de reconsideración contra la RD N° 1346-2016-MTC/28. 
 
• ANEXO 06: Resolución Directoral N° 1641-2016-MTC/28 (DECLARA 
INFUNDADO RECURSO DE RECONSIDERACIÓN). 
 
• ANEXO 07: Escrito de apelación contra la RD N° 1641-2016-MTC/28. 
 
• ANEXO 08: Resolución Viceministerial N° 1530-2016-MTC/03 (DECLARA 
FUNDADO EL RECURSO DE APELACIÓN Y RETROTRAER EL 
PROCEDIMIENTO HASTA EL INICIO DEL R. DE RECONSIDERACIÓN.) 
 
• ANEXO 09: Resolución Directoral N° 0170-2017-MTC/28 (DECLARA 




• ANEXO 10: Escrito de apelación contra la RD N° N° 0170-2017-MTC/28. 
 
• ANEXO 11: Resolución Viceministerial N° 349-2017-MTC/03 (DECLARA 
FUNDADO EL RECURSO DE APELACIÓN, ORDÉNESE OTORGAR LA 
RENOVACIÓN DE AUTORIZACIÓN AL SR. CARLOS CASTAÑEDA LÓPEZ). 
 
• ANEXO 12: Resolución Directoral N° 1335-2017-MTC/28 (RENOVAR LA 
AUTORIZACIÓN OTORGADA AL SR. CARLOS CASTAÑEDA LÓPEZ). 
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